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Los derechos de las personas con discapacidad han tenido un impor-
tante desarrollo normativo en Colombia a partir de la Constitución de 
1991, especialmente desde la jurisprudencia constitucional. Sin embar-
go, la falta de conocimiento de estos derechos y la manera como ha-
cerlos exigibles dificultan su protección y el fortalecimiento legal de 
la comunidad de personas con discapacidad como movimiento social.

Es ampliamente conocido en Colombia que el centralismo en el desa-
rrollo económico, político y social del país es aún muy fuerte, razón por 
la cual las personas con discapacidad que se encuentran en las regiones 
presentan una desventaja estructural frente a la aprehensión colectiva 
de sus derechos.

En virtud de estos antecedentes, en el marco de un proyecto de inves-
tigación sobre los derechos en salud y educación de las personas con 
síndrome de Down, hemos preparado una guía que ofrezca un marco 
conceptual que sirva de ruta jurídica para aquellas personas que se 
encuentran trabajando por las personas con discapacidad. 

De igual forma, mostramos las dificultades y experiencias del acceso a 
estos derechos en Barranquilla, con el objetivo de reflejar las condicio-
nes de una ciudad de la región Caribe y que esto incentive a las demás 
regiones a identificar cuáles son las dificultades que enfrenta su pobla-
ción con discapacidad.

Teniendo presente que las normas y procedimientos aquí analizados 
son de orden nacional, esperamos que este manual sea utilizado en 
cualquier lugar de Colombia como guía para la protección de las perso-
nas en condición de discapacidad y la asunción directa de sus derechos.

Presentación
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Históricamente, las personas con algún tipo de discapacidad han sido 
marginadas en la protección de sus derechos debido a la debilidad en 
la formulación de políticas públicas que promuevan la satisfacción de 
sus necesidades especiales y que garanticen su integración a la socie-
dad1. La Constitución Política de Colombia obliga al Estado colombia-
no a garantizar un trato diferenciado en los derechos de las personas 
con discapacidad,2 con el fin de lograr una igualdad real y efectiva y 
cumplir con los tratados internacionales de derechos humanos que ha 
ratificado3.

Colombia ha ratificado diversos convenios relativos a la protección de 
las personas con discapacidad. A nivel regional, la Convención Intera-
mericana para eliminación de todas las formas de discriminación con-
tra las personas con discapacidad, y a nivel universal la Convención de 
la Organización de Naciones Unidas (ONU) sobre los derechos de las 
personas con discapacidad4.

En la actualidad, las personas con síndrome de Down han sido víctimas 
de constantes vulneraciones a sus derechos por la falta de información 
sobre el contenido de los mismos y la forma de hacerlos efectivos.

La Corte Constitucional ha desarrollado el alcance del derecho a la sa-
lud y a la educación en los casos de las personas con discapacidad, 
otorgando una especial protección ante esta condición.

1 Segrera Ayala, Y. y Torres Marenco, V. “Derechos de las personas con síndrome de 
Down en materia de salud y educación”. En: Temas Actuales en Derecho y Politica. Barranquilla: 
Ediciones Uninorte, 2011, p. 92.

2 Artículo 13, Constitución Política Colombiana.
3 Artículo 93, ibíd. 
4 Segrera Ayala, Y. y Torres Marenco, V. Op. cit., p.93

Introducción
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En el capítulo I de este manual se presentan los conceptos de discapa-
cidad en general y de Síndrome de Down con el objetivo de ubicar al 
lector en el marco de la discapacidad, especialmente en la discapacidad 
cognitiva.

En el capítulo II y III se establecen el contenido y alcance del derecho 
a la educación y la salud teniendo en cuenta la legislación vigente y la 
jurisprudencia de la corte constitucional. Adicionalmente, se indica la 
ruta jurídica para la protección de estos derechos y las dificultades para 
acceder a estos en la ciudad de Barranquilla.

Por último, se hace referencia a las rutas jurídicas internacionales en los 
sistemas de protección de derechos humanos de los cuales Colombia es 
Estado parte; el propósito es que los defensores de los derechos de las 
personas con discapacidad conozcan estas herramientas y las utilicen 
como fuente de interpretación en la interposición de acciones de tutela 
o, en su defecto, conozcan el procedimiento ante estas instancias inter-
nacionales frente a la eventual ineficiencia del sistema judicial interno.

Objetivos

Este manual tiene como objetivo brindar a la sociedad el marco legal 
y jurisprudencial para la protección de los derechos a la salud y edu-
cación de las personas con discapacidad. Está dirigido a la comunidad 
académica; las autoridades locales y nacionales responsables de la aten-
ción en salud y educación; a las personas en condición de discapacidad 
en general y especialmente a las familias y personas con Síndrome de 
Down. 

Objetivos específicos

● Socializar y difundir las normas en materia de salud y educación 
que protegen a las personas con síndrome de Down.

● Exponer la situación actual de esta población en Barranquilla.

● Presentar las rutas jurídicas para la defensa de los derechos en 
salud y educación de las personas que poseen cualquier tipo de 
discapacidad.
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Justificación

Las cifras del Censo 2005 permiten afirmar que el 6,33% de la pobla-
ción tiene por lo menos una limitación de carácter permanente, lo que 
indica que aproximadamente 2’624.898 colombianos viven con alguna 
discapacidad5. En el departamento del Atlántico se encuentran 109.696 
personas con limitaciones, de las cuales 59.583 están domiciliadas en el 
distrito de Barranquilla6.

Sin duda, estas cifras despiertan un interés por establecer la situación 
actual de sus derechos, especialmente en salud y educación por las si-
guientes razones:

● El derecho a la salud en el caso de las personas con discapacidad 
constituye un derecho fundamental autónomo, toda vez que su 
discapacidad requiere de permanente atención medica, incluso 
en muchas ocasiones durante toda su vida.

● El acceso a la educación constituye una garantía para la supera-
ción personal de un individuo sin discapacidad, ya que lo prepa-
ra para una vida digna en condiciones sociales y económicas fa-
vorables. En el caso de las personas con discapacidad, este acceso 
se encuentra muchas veces limitado por la falta de ejecución de 
las políticas públicas, lo que ubica a la persona en una doble con-
dición de vulnerabilidad y la destina a la postración y la pobreza.

● La solicitud de demandas y/o quejas por falta de acceso integral 
a la salud constituyen la mayoría de los casos que se tramitan en 
el área de derecho público del consultorio jurídico de la Univer-
sidad del Norte de la ciudad de Barranquilla7. 

En la actualidad, las personas con discapacidad están logrando mayo-
res espacios de discusión frente a sus derechos y sus necesidades. Por 

5 Rodríguez, C. y Rico, L. Discapacidad y derecho al trabajo. Bogotá: Ediciones Uniandes. 
2009.

6 Departamento Administrativo Nacional de Estadísticas, 2005.
7 Las asesorías en salud del año 2010 constituyeron cerca del 60% de las consultas del 

área de derecho público. 



xii  
Los derechos de las personas
con síndrome de Down

esta razón es importante el aporte de la academia, desde un punto de 
vista crítico, frente a las dificultades que presenta la protección de sus 
derechos, como apoyo en la formulación de sus propuestas y fortaleci-
miento como movimiento social para su reivindicación en condiciones 
máximas de dignidad e igualdad.
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I. Concepto de discapacidad y síndrome de Down

De acuerdo con la Convención Interamericana para la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra las personas con discapaci-
dad

[…] el término “discapacidad” significa una deficiencia física, mental 
o sensorial, ya sea de naturaleza permanente o temporal, que limita la 
capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, 
que puede ser causada o agravada por el entorno económico y social1.

La discapacidad cognitiva se entiende como una disposición funcional 
específica en procesos cognitivos, habilidades de procesamiento y esti-
los de pensamiento, que determinan el desempeño y el aprendizaje de 
una persona2. 

De acuerdo con lo anterior puede afirmarse que las personas con dis-
capacidad cognitiva son aquellas que presentan dificultades en el nivel 
de desempeño en una o varias de las funciones cognitivas, en procesos 
de entrada, elaboración y respuesta que intervienen en el procesamien-
to de la información y por ende en el aprendizaje3.

En este sentido, el funcionamiento cognitivo es la forma en que una 
persona logra recibir información del medio, procesarla y responder 
a las demandas de una tarea, de acuerdo con su estilo particular de 
pensamiento;4 en las personas con discapacidad cognitiva se presenta 
un pobre desarrollo del lenguaje y falta de capacidad para una comuni-
cación efectiva. Esto se ve reflejado en los pobres esquemas del lengua-
je, la pobre articulación, el limitado vocabulario y la tendencia a hablar 

1 Art. 1.1. Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de Discri-
minación contra las Personas con Discapacidad.

2 Ministerio de Educación Nacional. Orientaciones Pedagógicas para la atención educa-
tiva a estudiantes con discapacidad cognitiva. Bogotá D.C., Colombia, julio de 2006. Recupe-
rado de: www.mineducacion.gov.co

3 Ibídem.
4 Ibídem.
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con palabras o frases en vez de oraciones o, en negarse por completo a 
hablar5.

Entre las discapacidades de tipo cognitivo encontramos el autismo, el 
síndrome de Asperger, el síndrome de Down; este último “es una si-
tuación o circunstancia que ocurre en la especie humana como conse-
cuencia de una particular alteración genética. Esta alteración genética 
consiste en que las células del bebé poseen en su núcleo un cromosoma 
de más o cromosoma extra, es decir, 47 cromosomas en lugar de 46”.6 

Esto trae como consecuencia “que algunas de las funciones propias de 
ese cerebro se verán alteradas en mayor o menor grado[…]”7 y se ven 
reflejadas en la motivación, la atención, la memoria, la comunicación y 
en algunos problemas de comportamiento8.

II. Derecho a la educación

 El derecho a la educación se encuentra consagrado en el artículo 67 de 
la Constitución Política de Colombia. A través de este se busca el acceso 
al conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores 
de la cultura. Asimismo, se establece en la norma superior que el Es-
tado, la sociedad y la familia son responsables de la educación, la cual 
será obligatoria entre los cinco y los quince años de edad y compren-
derá como mínimo, un año de preescolar y nueve de educación básica. 

 La educación será gratuita en las instituciones del Estado, sin perjui-
cio del cobro de derechos académicos a quienes puedan sufragarlos. 
Corresponde al Estado regular y ejercer la suprema inspección y vigi-
lancia de la educación con el fin de velar por su calidad, por el cumpli-
miento de sus fines y por la mejor formación moral, intelectual y físi-

5 Ministerio de Educación. op. cit.
6Fundación Iberoamericana Down21. http://www.down21.org/vision_perspec/art_que_

es_sd.htm
7 Flórez, J. "Síndrome de Down: presente y futuro" En: Síndrome de Down: Revista Es-

pañola de Investigación e Información sobre el Síndrome de Down. Vol. 20(1). N.º 76, pp. 16-22, 
2003.

8 Ibídem.

http://www.down21.org/vision_perspec/art_que_es_sd.htm
http://www.down21.org/vision_perspec/art_que_es_sd.htm
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ca de los educandos; garantizar el adecuado cubrimiento del servicio 
y asegurar a los menores las condiciones necesarias para su acceso y 
permanencia en el sistema educativo. La Nación y las entidades terri-
toriales participarán en la dirección, financiación y administración de 
los servicios educativos estatales, en los términos que señalen la ley y 
la Constitución9.

La erradicación del analfabetismo y la educación de personas con li-
mitaciones físicas o mentales son obligaciones especiales del Estado10. 

Resulta imprescindible resaltar que el derecho a la igualdad exige que 
todas las personas reciban la misma protección y trato de las autori-
dades y en este sentido gozarán de los mismos derechos, libertades y 
oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, 
origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófi-
ca. El Estado tiene el deber de promover las condiciones para que la 
igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos 
discriminados o marginados. El Estado protegerá especialmente a 
aquellas personas que por su condición económica, física o mental, 
se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará 
los abusos o maltratos que contra ellas se cometan11.

El Estado apoyará y fomentará la integración al sistema educativo de 
las personas que se encuentren en situación de discapacidad a través 
de programas y experiencias orientadas a la adecuada atención edu-
cativa12 y asimismo la formación de docentes idóneos.

Para la Corte Constitucional es claro que las personas con limitaciones 
psíquicas y físico sociales, como el autismo o el síndrome de Down, go-
zan de la especial protección del Estado y son titulares de los derechos 
fundamentales a la educación y a la igualdad. Por este motivo pueden 
reclamar ante las entidades competentes el goce efectivo de los mis-
mos. A su vez, las entidades estatales tienen el deber de garantizar la 
disponibilidad, el acceso, la permanencia y la calidad en la prestación 

9 Constitución Política de Colombia de 1991, Artículo 67. 
10 Constitución Política de Colombia de 1991, Artículo 68.
11 Constitución Política de Colombia de 1991, Artículo 13.
12 Artículo 47 de la Ley 115 de 1994.
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del servicio de educación, el cual debe suministrarse en condiciones de 
igualdad, teniendo en cuenta las condiciones especiales de las personas 
afectadas con dichas limitaciones13.

Especial mención debe hacerse en relación con la educación especial, 
la cual debe ser un recurso subsidiario ya que lo que se busca es que 
la persona con discapacidad puede acceder a la educación común14. 

2.1. PRINCIPIOS QUE RIGEN LA ATENCIÓN DEL
SERVICIO DE EDUCACIÓN

●    Principio de integración social y educativa. Las personas con li-
mitaciones se incorporarán al servicio público educativo del país, 
para recibir la atención que requieren, dentro de los servicios que 
regularmente se ofrecen, brindando los apoyos especiales de ca-
rácter pedagógico, terapéutico y tecnológico que sean necesarios.

●   Desarrollo humano. Indica que deben crearse condiciones de 
pedagogía para que las personas con limitaciones o con capaci-
dades o talentos excepcionales puedan desarrollar integralmente 
sus potencialidades, satisfacer sus intereses y alcanzar el logro 
de valores humanos, éticos, intelectuales, culturales, ambienta-
les y sociales.

●   Oportunidad y equilibrio. Según este principio, el servicio edu-
cativo se debe organizar y brindar de tal manera que se facilite el 
acceso, la permanencia y el adecuado cubrimiento de las perso-
nas con limitaciones o con capacidades o talentos excepcionales.

●   Soporte específico. Se refiere a la atención específica y en de-
terminados casos, individual y calificada, dentro del servicio 
público educativo, según la naturaleza de la limitación o de la 
excepcionalidad y las propias condiciones de accesibilidad, para 
efectos de la permanencia en el mismo y de su promoción perso-
nal, cultural y social15.

13 Corte Constitucional. Sentencia T- 826 de 2004. M.P. Rodrigo Uprimny Yepez.
14 Corte Constitucional. Sentencia T-429 de 1992, M.P. Ciro Angarita Barón. 
15 Artículo 3, Decreto 2082 de 1996.
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Con el fin de hacer efectivo el acceso a la educación de las personas con 
limitación, el Gobierno Nacional deberá establecer la metodología para 
el diseño y ejecución de programas educativos especiales de carácter 
individual según el tipo de limitación16. 

El Ministerio de Educación Nacional debe establecer el diseño, produc-
ción y difusión de materiales educativos especializados, así como de 
estrategias de capacitación y actualización para docentes en servicio. 
Debe impulsar la realización de convenios entre las administraciones 
territoriales, las universidades y organizaciones no gubernamentales 
que ofrezcan programas de educación especial, psicología, trabajo so-
cial, terapia ocupacional, fisioterapia, terapia del lenguaje y fonoaudio-
logía, entre otras, para que apoyen los procesos terapéuticos y educati-
vos dirigidos a esta población17. 

Sobre la Educación Inclusiva 

Para lograr la inclusión en el sistema educativo de la personas con dis-
capacidades, en el Proyecto Educativo Institucional18 de los planteles 
se deben especificar las adecuaciones curriculares, organizativas, pe-
dagógicas, de recursos físicos, tecnológicos, materiales educativos, de 
capacitación y perfeccionamiento docente y, en general de accesibili-
dad19 que logren garantizar el derecho a la educación de las personas 
con limitaciones. 

En dicho proyecto educativo institucional deben incluirse proyectos 
educativos personalizados en los cuales se interrelacionen componen-
tes, instrumentos y medios de la estructura del servicio educativo ofre-
cido, para que su integración al mismo procure desarrollar niveles de 
motivación, competitividad y realización personal20. 

16 Artículo 12, Ley 361 de 1997.
17 Artículo 13, Ley 361 de 1997.
18 De acuerdo con el artículo 73 de la Ley 115 de 1994.
19 Artículo 7, Decreto 2082 de 1996.
20 Ibídem.
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Para realizar evaluaciones a los estudiantes con limitaciones se deben 
tener en cuenta las características de los educandos o correspondientes 
medios y registros evaluativos a los códigos y lenguajes comunicativos 
específicos de la población atendida21. 

Los departamentos, distritos y municipios tienen el deber de realizar 
un plan de cubrimiento gradual para la adecuada atención educativa 
de las personas con limitaciones22. Este plan gradual de atención debe 
incluir la definición de las instituciones educativas estatales que esta-
blecerán aulas de apoyo especializadas23, es decir, un conjunto de ser-
vicios, estrategias y recursos que ofrecen para brindar los soportes que 
permitan la atención integral de los educandos con limitaciones, con 
el fin de cubrir las necesidades educativas y de integración académica, 
laboral y social de esta población24. 

Para integrar el componente humano de dichas aulas, las institucio-
nes educativas podrán conformar equipos colaborativos o semejantes, 
integrados por docentes, padres de familia y otros miembros de la co-
munidad educativa que contarán con la asesoría de organismos y pro-
fesionales competentes para atender las discapacidades.

En el plan de cubrimiento gradual se podrá proponer y ordenar la pues-
ta en funcionamiento de unidades de atención integral, las cuales se 
entienden como un conjunto de programas y de servicios profesiona-
les que de manera interdisciplinaria ofrecen las entidades territoriales, 
para brindar a los establecimientos de educación formal y no formal, 
estatales y privados, apoyos pedagógicos, terapéuticos y tecnológicos 
complementarios. Estas unidades dispensarán primordial atención a 
las actividades de investigación, asesoría, fomento y divulgación, rela-
tivas a la prestación del servicio educativo para la población con limi-
taciones. Las secretarías de educación departamentales, distritales y 
municipales organizarán el funcionamiento de estas unidades, aten-

21 Artículo 8°, Decreto 2082 de 1996.
22 Artículo 12, Decreto 2082 de 1996.
23 Artículo 13, Decreto 2082 de 1996. 
24 Artículo 14, Decreto 2082 de 1996. Segrera Ayala, Y. y Torres Marenco, V. “Derechos de 

las personas con síndrome de Down en materia de salud y educación". En: Temas actuales en 
Derecho y Ciencia Política, Barranquilla: ed. Uninorte, 2011. p. 101. 
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diendo los criterios técnicos y de recursos humanos que para el efecto 
otorgue el Ministerio de Educación Nacional25.

Las secretarías de educación de las entidades territoriales tienen la fa-
cultad de crear comisiones asesoras o consultivas para la prestación 
del servicio educativo a las personas con limitaciones en las que parti-
cipen, entre otros, padres de familia, representantes de establecimien-
tos educativos, representantes de asociaciones o corporaciones dedi-
cadas a la atención de este grupo poblacional y representantes de los 
organismos del Estado con funciones relacionadas26. 

Ningún centro educativo podrá negar los servicios a personas limita-
das físicamente so pena de hacerse acreedor de sanciones que impon-
drá el Ministerio de Educación Nacional o la Secretaría de Educación 
en las que delegue esta facultad, que pueden ir desde las multas suce-
sivas de carácter pecuniario hasta el cierre del establecimiento27.

La infraestructura de los establecimientos educativos se convierte en 
una garantía o en una barrera para el goce efectivo del derecho a la 
educación de las personas con limitaciones físicas, razón por la cual 
las bibliotecas públicas y privadas tendrán servicios especiales que ga-
ranticen el acceso para las personas con limitación; dichas instituciones 
tomarán para el efecto las medidas pertinentes en materia de barreras 
arquitectónicas so pena de sanciones que impondrá el Ministerio de 
Educación Nacional y las Secretarías de Educación28.  

El ingreso a cualquiera de los grados de la educación preescolar no es-
tará sujeto a ningún tipo de prueba de admisión o examen psicológico 
o de conocimientos, o a consideraciones de raza, sexo, religión, condi-
ción física o mental29.

En cuanto al tamaño y composición de los grupos de estudiantes, en 
el caso de discapacidad intelectual y autismo, el porcentaje máximo de 

25 Artículo 15, Decreto 2082 de 1996.
26 Artículo 26, Decreto 2082 de 1996.
27 Artículo 13, Ley 361 de 1997.
28 Artículo 15, Ley 361 de 1997.
29 Artículo 8º. Decreto 2247 de 1997.
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estudiantes integrados no deberá ser superior al diez por ciento (10%) 
del total de estudiantes por grupo30.

En este sentido las entidades territoriales certificadas deberán asignar 
por lo menos una (1) persona de apoyo pedagógico por estableci-
miento educativo que reporte matrícula de mínimo diez (10) y hasta 
cincuenta (50) estudiantes con discapacidad cognitiva, es decir, sín-
drome Down u otras condiciones que generen discapacidad intelec-
tual; con síndrome de Asperger, autismo, discapacidad motora o con 
capacidades o con talentos excepcionales31.

Los planteles educativos tienen que tener procesos curriculares que 
se desarrollen a través de proyectos lúdico-pedagógicos y actividades 
que tengan en cuenta la integración de las dimensiones del desarrollo 
humano: corporal, cognitiva, afectiva, comunicativa, ética, estética, ac-
titudinal y valorativa; los ritmos de aprendizaje32. 

Los niños y jóvenes que por su condición de discapacidad no puedan 
ser integrados a la educación formal serán atendidos en instituciones 
oficiales o privadas, que desarrollen programas que respondan a sus 
necesidades. Esto se realizará mediante convenio, o a través de otras 
alternativas de educación que se acuerden con el Ministerio de Protec-
ción Social, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar o los gobier-
nos locales33.

Es por esto que la legislación colombiana estipula que las entidades 
educativas que tengan estudiantes con limitaciones deben tener docen-
tes especializados en: psicología, fonoaudiología, terapia ocupacional, 
trabajo social, intérpretes de lengua de señas colombiana, modelos lin-
güísticos, etc., quienes deben tener mínimo dos años de experiencia en 
la atención a esta población para ser contratados en el plantel educati-
vo respectivo34.

30 Artículo 7, Resolución 2565 de 2003. 
31 Artículo 9º, Decreto 366 de 2009.
32 Artículo 12, Decreto 2247 de 1997.
33 Artículo 3°, Resolución 2565 de 2003.
34 Ibídem. Artículo 4.
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Los docentes se deben asignar a cada plantel dependiendo del tipo de 
necesidad educativa especial que presenten los estudiantes matricula-
dos. Sin embargo, su trabajo no solo se limitará a brindar la educación 
a esta población, también deben realizar un proceso de formación de 
nuevos docentes en lo concerniente a las necesidades educativas espe-
ciales; esto lo harán durante su jornada de trabajo (8 horas)35.

Es importante resaltar que los departamentos y entidades territoriales 
certificadas están obligados a orientar y apoyar los programas de for-
mación permanente a los docentes de las instituciones que atiendan 
estudiantes con necesidades especiales.36 

Las entidades territoriales certificadas son los departamentos, los dis-
tritos y los municipios con más de cien mil habitantes, además de ello 
todos aquellos municipios con menos de 100 mil habitantes que cum-
plan los requisitos que señale el reglamento en materia de capacidad 
técnica, administrativa y financiera podrá certificarse.37 

A través de la Secretaría de Educación, estas entidades deberán: 

●   Determinar, con la instancia o institución que la entidad territorial 
defina, la condición de discapacidad del estudiante que lo requiera, 
mediante una evaluación psicopedagógica y una caracterización 
interdisciplinaria.

●   Incorporar la política de educación inclusiva en las diferentes ins-
tancias y áreas de la secretaría de educación; desarrollar programas 
de formación de docentes; prestar asistencia técnica y pedagógica 
a los establecimientos educativos que reportan matrícula de pobla-
ción con discapacidad. 

●   Definir, gestionar y mejorar la accesibilidad en los establecimien-
tos educativos en lo relacionado con infraestructura arquitectónica, 
servicios públicos, medios de transporte escolar, información y co-
municación; coordinar y concertar con otros sectores con el fin de 

35 Artículo 4- 6, Resolución 2565 de 2003.
36 Artículo 9, Resolución 2565 de 2003.
37 Artículo 20, Ley 715 de 2001.
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garantizar a los estudiantes con discapacidad los apoyos y recursos 
técnicos, tecnológicos, pedagógicos, terapéuticos, administrativos 
y financieros.

●   Comunicar al Ministerio de Educación Nacional el número de es-
tablecimientos educativos con matrícula de población con discapa-
cidad, con el fin de ubicar en dichos establecimientos los recursos 
humanos, técnicos, tecnológicos y de infraestructura requeridos, y 
desarrollar en dichos establecimientos programas de sensibiliza-
ción de la comunidad escolar y de formación de docentes38. 

2.2. CATÁLOGO DE DERECHOS MÍNIMOS RELACIONADOS 
CON EL ACCESSO A LA EDUCACIÓN

De acuerdo con la legislación nacional vigente, las personas en situa-
ción de discapacidad, en particular las personas con discapacidad cog-
nitiva son sujetos de especial protección, lo cual se materializa a través 
de los siguientes derechos:

a. Derecho a recibir educación dentro del 
sistema general de educación

Esto implica que el educando reciba formación académica en entornos 
integrados que no impliquen su aislamiento39, con el fin de materializar 
el proceso de integración académica y social promulgado por el Estado 
colombiano mediante la Ley 115 de 1994, Ley General de Educación. 
En este sentido.

“la educación especial ha de concebirse sólo como recurso extremo 
para aquellas situaciones que, previa evaluación científica en la cual 
intervendrán no sólo los expertos sino miembros de la institución edu-
cativa y familiares del niño con necesidades especiales, se concluya que 
es la única posibilidad de hacer efectivo su derecho a la educación.”40

38 Artículo 3º, Decreto 366 de 2009.
39 Corte Constitucional, Sentencia T-487 de 2007, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.
40 Corte Constitucional. Sentencia T-429 de 1992, M.P., Dr. Ciro Angarita Barón; Corte 

Constitucional. Sentencia T-620 de 1999, M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero. Corte Cons-
titucional. Sentencia T-170-2007, M.P. Dr. Jaime Córdoba Triviño. 
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b. Derecho a recibir acompañamiento 
en su proceso educativo

Las personas con discapacidad cognitiva tienen derecho a recibir el de-
bido acompañamiento por parte de profesores instruidos adecuada-
mente para impartir la educación que corresponda según las necesida-
des de los niños, jóvenes y adultos con discapacidad41. Adicionalmente, 
se debe tener en cuenta que “en el caso de discapacidad intelectual y 
autismo, el porcentaje máximo de estudiantes integrados no deberá ser 
superior al diez por ciento (10%) del total de estudiantes por grupo”42. 
 
c. Derecho a gozar de las aulas de apoyo especializadas 

Las aulas de apoyo especializadas se definen como un conjunto de ser-
vicios, estrategias y recursos que ofrecen las instituciones educativas 
para brindar soporte pedagógico, de medios, lenguaje comunicativo 
apropiado, de experiencias y apoyo didáctico, terapéutico y tecnoló-
gico que permitan la atención integral de los educandos con limitacio-
nes43. Para integrar el componente humano de dichas aulas, las insti-
tuciones educativas podrán conformar equipos colaborativos o seme-
jantes, integrados por docentes, padres de familia y otros miembros de 
la comunidad educativa que contarán con la asesoría de organismos 
y profesionales competentes para atender las discapacidades (…) El 
Gobierno Nacional deberá apoyar financieramente a las entidades te-
rritoriales para el establecimiento de estas aulas44.

d. Derecho a acceder a los servicios ofrecidos 
por las unidades de atención integral 

Estas aulas son un conjunto de programas y de servicios profesiona-
les que, de manera interdisciplinaria, ofrecen las entidades territoriales 
para brindar a los establecimientos de educación formal y no formal, 
estatales y privados, apoyos pedagógicos, terapéuticos y tecnológicos 

41 Ibídem.
42 Artículo 7, Resolución 2565 de 2003. 
43 Ley 115 de 1994 y Decreto 2082 de 1996.
44 Artículo 14, Decreto 2082 de 1996.
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complementarios. En este sentido las unidades de atención integral 
proporcionarán mayor atención a las actividades de investigación, ase-
soría, fomento y divulgación, relativas a la prestación del servicio edu-
cativo para la población con limitaciones45. Las unidades de atención 
integral se encuentran a disposición de los establecimientos educativos 
para facilitarles la prestación del servicio que brindan a los educandos 
con limitaciones, bajo la orientación de la dependencia departamental, 
distrital o municipal a cuyo cargo está la dirección de la educación.46

2.3. DIFICULTADES EN EL ACCESO A LA EDUCACIÓN
DE LAS PERSONAS CON SÍNDROME 
DE DOWN EN BARRANQUILLA

1.	 Falta de capacitación de los docentes sobre el derecho a una 
educación inclusiva y las implicaciones que el tipo de discapaci-
dad tiene en el método de enseñanza.

2.	 Desconocimiento del personal docente de las instituciones edu-
cativas distritales sobre cómo elaborar las adaptaciones curricu-
lares que se encuentran consagradas en la normatividad47.

3.	 Demora en la consolidación de los Consejos Locales de Dis-
capacidad y Consejo Distrital de la Discapacidad como puentes 
de interlocución entre las personas con discapacidades y las 
autoridades públicas, lo cual ha generado poca visibilidad de la 
necesidad de protección que requieren las personas con dis-
capacidad en el Distrito de Barranquilla.

2.4. ACCIONES JURÍDICAS RECOMENDADAS PARA LA
PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA EDUCACIÓN

La Corte Constitucional ha fijado las siguientes sub-reglas:

a. La acción de tutela es el mecanismo judicial idóneo para la pro-
tección del derecho a la educación de los menores discapacitados.

45 Decreto 2082 de 1996.
46 Ibídem.
47 Entrevista a Dayana Meléndez, psicóloga de Fundown Caribe, 2010.
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b. La educación especial se concibe como un recurso extremo, esto 
es, se ordenará a través de la acción de tutela sólo cuando valo-
raciones médicas, psicológicas y familiares la consideren como 
la mejor opción para hacer efectivo el derecho a la educación del 
menor.

c. Si está probada la necesidad de una educación especial, esta no 
puede ser la excusa para negar el acceso al servicio público edu-
cativo.

d. En caso de que existan centros educativos especializados y el 
menor de edad requiera ese tipo de instrucción, esto no sólo se 
preferirá sino que se ordenará.

e. Ante la imposibilidad de brindar una educación especializada, 
se ordenará la prestación del servicio público convencional hasta 
tanto la familia, la sociedad y el Estado puedan brindar una me-
jor opción educativa al niño con discapacidad48.

III. Derecho a la salud

La Constitución Política Colombiana otorga a la salud una doble di-
mensión: es un derecho, considerado como social, económico y cultural 
(Art. 46 -50 CN) y también es un servicio público esencial (Art. 49 CN).

Por su parte, la Corte Constitucional ha establecido que es un derecho 
fundamental49. Como derecho irrenunciable, la seguridad social impli-
ca el acceso de todas las personas a los servicios que en materia de 
salud requieran para la vida digna, integridad, salubridad, sanidad, 
de los cuales dependa el mínimo vital y la dignidad de las mismas, y 
debe ser garantizado por el Estado de manera progresiva hasta lograr 
una cobertura total de los servicios50. Como servicio público esencial y 
obligatorio, puede ser prestada por las entidades públicas o privadas 

48 Corte Constitucional, Sentencia T-620 de 1999. En: El derecho a la educación en la Consti-
tución, la Jurisprudencia y los instrumentos internacionales. Defensoría del Pueblo, 2003.

49 Corte Constitucional, Sentencia T-227 de 2003, M.P. Dr. Eduardo Montealegre Lynett.
50 Artículo. 3, Ley 100 de 1993.
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que cumplan los requisitos de ley, bajo la dirección, coordinación y 
control del Estado, que se encuentra obligado constitucionalmente a 
asegurar la mayor cobertura y calidad posible en materia de prestación 
de servicios de salud entre sus habitantes51.

Es así como han sido creadas una serie de normas cuyos destinatarios 
son grupos vulnerables. Como resultado de lo anterior, el Estado co-
lombiano, a través de las entidades descentralizadas (alcaldías y go-
bernaciones) tienen la obligación constitucional de promover políticas 
de prevención, rehabilitación e integración social de los discapacitados 
físicos, sensoriales y psíquicos, personas que por ser una minoría espe-
cialmente vulnerable tienen derecho a una atención especializada, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 47 constitucional.

Es así como la Corte Constitucional ha insistido en sus sentencias que 
el Derecho al acceso a los establecimientos, bienes y servicios de sa-
lud debe ser entendido teniendo en cuenta tres aspectos importantes, 
a saber: 

1. No discriminación a los sectores más vulnerables y marginados 
de la población. 

2. Accesibilidad física, lo cual implica un alcance geográfico y 
físico a las instalaciones y edificios donde se presten servicios 
de salud, incluyendo a los grupos vulnerables, marginados, mi-
norías étnicas, indígenas, discapacitados, entre otros, y que los 
servicios médicos y factores determinantes básicos de la salud 
(agua potable, servicios sanitarios y hospitalarios adecuados) se 
encuentren a distancias razonables. 

3. Accesibilidad económica (también conocida como asequibili-
dad), que hace referencia a la aplicación del principio de equi-
dad para los pagos correspondientes a la atención en salud, con 
el fin de evitar cargas desproporcionadas y pagos excesivos 
para quienes no tienen con qué dinero asumirlo debido a su 
condición socioeconómica52.

51 Artículo 4, Ley 100 de 1993. 
52 Corte Constitucional. Sentencia T- 105 de 2009, M.P. Dr. Jaime Córdoba Triviño.
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Tratándose de personas con discapacidad, la accesibilidad implica 
la obligación del Estado y de todas las entidades de salud de re-
mover los obstáculos que impiden a una persona participar en las 
actividades sociales. De manera que no existiría accesibilidad si se 
ofrece a una persona el tratamiento requerido para mejorar su ca-
lidad de vida, pero no se ofrecen las facilidades necesarias para el 
traslado y el ingreso al centro donde se realizará el tratamiento53.

En las personas con discapacidad, el derecho a la salud y a la seguridad 
social adquiere una dimensión más importante, debido a que en la ma-
yoría de ocasiones la atención médica es condición indispensable para 
garantizar su derecho a la vida.

En relación con la cobertura, las personas afiliadas al Régimen Contri-
butivo o al Régimen Subsidiado de Seguridad Social en Salud, tienen 
derecho a cobertura familiar. 

De acuerdo con lo anterior, pueden ser beneficiarios el cónyuge o 
compañero(a) permanente, los hijos menores de 18 años de cualquiera 
de los cónyuges que haga parte del núcleo familiar y dependa econó-
micamente de ellos, los hijos mayores de 18 años y menores de 25 que 
se encuentren estudiando y dependan económicamente de ellos, y en 
cualquier edad los hijos que tengan algún tipo de discapacidad perma-
nente54. 

3.1. PRINCIPIOS QUE RIGEN LA PRESTACIÓN 
DEL SERVICIO A LA SALUD

●   Eficiencia. Máximo provecho de los recursos económicos, admi-
nistrativos, financieros y técnicos disponibles, para lograr una 
atención adecuada, oportuna y suficiente.

●   Solidaridad. Ayuda mutua entre la comunidad, de acuerdo con 
el sector económico al que pertenece una persona, de manera 

53 Corte Constitucional. Sentencia T – 1158 de 2001, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Ca-
bra. Arrieta Montoya, Laura. Situación actual de los derechos en materia de salud de las 
personas con Síndrome de Down en Barranquilla, 2010, p. 17. 

54 Artículo 163, Ley 100 de 1993. Arrieta Montoya, Laura. Op. Cit., p. 21.
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que el más fuerte ayuda al más débil y los recursos del Estado 
sean utilizados prioritariamente a favor de los grupos vulnera-
bles.

●   Universalidad. Protección para todas las personas, sin discrimi-
nación, durante toda la vida. No obstante, existe una protección 
especial a favor de grupos vulnerables.

●   Integralidad. Cobertura de todas las situaciones que afecten la 
salud de las personas, para lo cual se contribuirá al sistema de 
acuerdo con la capacidad económica.

●   Unidad. Articulación de políticas, instituciones, procedimientos 
y prestaciones para alcanzar el mejor servicio.

●   Participación. Los ciudadanos, beneficiarios del sistema de se-
guridad social, pueden participar en la creación de políticas pú-
blicas, control y fiscalización de los recursos y de los servicios55.

Estos principios fueron ampliados por la Ley 1438 de 2011 cuando 
señaló los siguientes: 

Igualdad. El acceso a la seguridad social en salud se garantiza sin 
discriminación a las personas residentes en el territorio colombia-
no, por razones de cultura, sexo, raza, origen nacional, orientación 
sexual, religión, edad o capacidad económica, sin perjuicio de la 
prevalencia constitucional de los derechos de los niños.

Obligatoriedad. La afiliación al Sistema General de Seguridad So-
cial en Salud es obligatoria para todos los residentes en Colombia.

Prevalencia de derechos. En materia de salud, es obligación de 
la familia, el Estado y la sociedad cuidar, proteger y asistir a las 
mujeres en estado de embarazo y en edad reproductiva, a los ni-
ños, las niñas y adolescentes, para garantizar su vida, su salud, su 
integridad física y moral y su desarrollo armónico e integral. La 
prestación de estos servicios corresponderá con los ciclos vitales 
formulados en esta Ley, dentro del Plan de Beneficios.

55 Artículo 2, Ley 100 de 1993.
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Enfoque diferencial. El principio de enfoque diferencial reconoce 
que hay poblaciones con características particulares en razón de su 
edad, género, raza, etnia, condición de discapacidad y víctimas de 
la violencia para las cuales el Sistema General de Seguridad Social 
en Salud ofrecerá especiales garantías y esfuerzos encaminados a 
la eliminación de las situaciones de discriminación y marginación.

Equidad. El Sistema General de Seguridad Social en Salud debe 
garantizar el acceso al Plan de Beneficios a los afiliados, indepen-
dientemente de su capacidad de pago y condiciones particulares, 
evitando que prestaciones individuales no pertinentes de acuerdo 
con criterios técnicos y científicos pongan en riesgo los recursos 
necesarios para la atención del resto de la población.

Caducidad. Los servicios de salud deberán atender las condiciones 
del paciente de acuerdo con la evidencia científica, provistos de 
forma integral, segura y oportuna, mediante una atención huma-
nizada.

Participación social. Es la intervención de la comunidad en la or-
ganización, control, gestión y fiscalización de las instituciones y del 
sistema en conjunto.

Progresividad. Es la gradualidad en la actualización de las presta-
ciones incluidas en el Plan de Beneficios.

Libre escogencia. El Sistema General de Seguridad Social en Salud 
asegurará a los usuarios libertad en la escogencia entre las Entida-
des Promotoras de Salud y los prestadores de servicios de salud 
dentro de su red en cualquier momento de tiempo.

Sostenibilidad. Las prestaciones que reconoce el sistema se finan-
ciarán con los recursos destinados por la ley para tal fin, los cuales 
deberán tener un flujo ágil y expedito. Las decisiones que se adop-
ten en el marco del Sistema General de Seguridad Social en Salud 
deben consultar criterios de sostenibilidad fiscal. La administra-
ción de los fondos del sistema no podrá afectar el flujo de recursos 
del mismo.
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Transparencia. Las condiciones de prestación de los servicios, la 
relación entre los distintos actores del Sistema General de Seguri-
dad Social en Salud y la definición de políticas en materia de salud, 
deberán ser públicas, claras y visibles.

Descentralización administrativa. En la organización del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud la gestión será descentraliza-
da y de ella harán parte las direcciones territoriales de salud.

Complementariedad y concurrencia. Se propiciará que los actores 
del sistema en los distintos niveles territoriales se complementen 
con acciones y recursos en el logro de los fines del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud.

Corresponsabilidad. Toda persona debe propender por su auto-
cuidado, por el cuidado de la salud de su familia y de la comuni-
dad, un ambiente sano, el uso racional y adecuado de los recursos 
el Sistema General de Seguridad Social en Salud y cumplir con los 
deberes de solidaridad, participación y colaboración. Las institu-
ciones públicas y privadas promoverán la apropiación y el cumpli-
miento de este principio.

Irrenunciabilidad. El derecho a la seguridad social en salud es 
irrenunciable, no puede renunciarse a él ni total ni parcialmente.

Intersectorialidad. Es la acción conjunta y coordinada de los dife-
rentes sectores y organizaciones que de manera directa o indirecta, 
en forma integrada y continua, afectan los determinantes y el esta-
do de salud de la población.

Prevención. Es el enfoque de precaución que se aplica a la gestión 
del riesgo, a la evaluación de los procedimientos y la prestación de 
los servicios de salud.

Continuidad. Toda persona que habiendo ingresado al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud tiene vocación de permanen-
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cia y no debe, en principio, ser separado del mismo cuando esté en 
peligro su calidad de vida e integridad56.

3.2. CATÁLOGO DE DERECHOS MÍNIMOS 
RELACIONADOS CON EL ACCESO A LA SALUD

a. Derecho a una especial protección en salud

Las personas con síndrome de Down tienen derecho a una inmediata 
y especial protección, y de manera preferente se les debe brindar el ac-
ceso a los servicios de salud a los individuos en los que concurren dos 
condiciones de vulnerabilidad, tal como los menores discapacitados57.

Lo anterior indica que los menores de edad con síndrome de Down 
tienen derecho a una protección constitucional reforzada,

que implica para el Estado por una parte, la obligación de implementar 
tratos favorables a este grupo especial, mediante una discriminación 
positiva y, por otra, la obligación de implementar políticas públicas que 
permitan prestar el servicio de salud de manera “prioritaria, expedita 
y eficaz58. 

Tienen derecho a recibir atención, diagnóstico, tratamiento especiali-
zado, rehabilitación y cuidados especiales en salud. De acuerdo con 
el Código de la Infancia y la Adolescencia, el Estado debe garantizar a 
los adolescentes mayores de edad la efectividad de los siguientes dere-
chos: salud, rehabilitación, educación y asistencia pública59.

Igualmente, la Ley 1438 de 2011 establece la atención preferente y di-
ferencial para la infancia y la adolescencia y crea una discriminación 
positiva a favor de los niños, niñas y adolescentes discapacitados. Los 
servicios y medicamentos de la parte especial y diferenciada del Plan 

56 Artículo 3°, Ley 1438 de 2011. 
57 Corte Constitucional, Sentencia T-760 de 2008, M.P. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.
58 Arrieta Montoya, L. Situación actual de los derechos en materia de salud de las per-

sonas con Síndrome de Down en Barranquilla, 2010, p. 18. En relación: Corte Constitucional, 
Sentencia T – 391 de 2009, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.

59 Artículo 36, Ley 1098 de 2006.
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de Beneficios para los niños y niñas y adolescentes con discapacidad y 
enfermedades catastróficas que sean certificadas por el médico tratante, 
serán gratuitos para los que pertenezcan a los niveles 1 y 2 del SISBEN60. 
Respecto de los menores con síndrome de Down deben cumplirse adi-
cionalmente las siguientes reglas:

●   Cuando se diagnostique la enfermedad o patología durante el 
primer año de edad del menor, el hijo del afiliado tiene derecho, 
en cualquier tiempo, a todas las prestaciones asistenciales nece-
sarias, cuando a juicio del servicio médico no sea procedente su 
tratamiento dentro del primer año de vida y que exista desde 
el principio pronóstico favorable de curación (entendiendo como 
curación: superación del mal, mejoría, progreso y tratamiento 
necesario)61. 

●    El Estado está obligado a mejorar la calidad de vida de las madres 
gestantes y de las niñas y niños menores de seis años, calificados 
en los niveles 1, 2 y 3 del SISBEN, y con esto lograr el acceso pro-
gresivo e integral a la salud, a la alimentación y a la educación 
de éstos.62 

●   El Ministerio de Protección Social tiene la obligación de garan-
tizar a las mujeres en gestación y todos los niños de la primera 
infancia de los niveles 1, 2 y 3 del SISBEN, que estén cubiertos 
en salud, el acceso a los programas de promoción de la salud y 
prevención de las diferentes enfermedades a las que están ex-
puestos, que tengan la atención necesaria en salud, nutrición (el 
ICBF también prestará sus servicios para proporcionar una nu-
trición integral) y suplementos alimentarios para garantizar la 
adecuada formación del niño durante la vida fetal y que estos, 
desde el nacimiento hasta los seis años, permanezcan vinculados 
al sistema de salud63. 

60 Artículo 18, Ley 1438 de 2011.
61 Artículo 26, Decreto 770 de 1975 (que aprobó el reglamento de enfermedad general y 

maternidad del ISS).
62 Artículo 1-3, Ley 1295 de 2009.
63 Artículo 4-5, Ley 1295 de 2009.
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●    Además, los hospitales están requeridos por ley para crear pro-
gramas de recuperación nutricional ambulatoria que involu-
cren procesos de valoración, tratamiento y seguimiento al niño; 
y capacitación en mejores prácticas alimentarias dirigida a los 
padres de familia y/o cuidadores, todo esto con la finalidad de 
que a estos niños se les garanticen su derecho a la salud64.

b. Exención de cuotas moderadoras y copagos

La Ley 100 de 1993 creó en el Artículo 187 los pagos compartidos (más 
conocidos como copagos), los deducibles y las cuotas moderadoras. 

Las cuotas moderadoras son porcentajes que los cotizantes y sus be-
neficiarios deben cancelar con el fin de racionalizar el uso del sistema, 
y los copagos, en cambio, son aportes en dinero que deben hacer los 
beneficiarios únicamente y corresponden a un porcentaje del servicio 
que se les va a ofrecer y están establecidos con el fin de que los usuarios 
contribuyan en un pequeño porcentaje a la financiación del servicio65. 

La misma ley establece la equidad como principio fundamental del co-
bro de estos cánones, señalando que en ningún caso pueden conver-
tirse en barrera para limitar, restringir, demorar o privar del acceso a 
los servicios de salud y mucho menos para discriminar a personas en 
razón a su enfermedad66.

La ley exonera del cobro de cuotas moderadoras a aquel usuario o afi-
liado que esté inscrito en un programa especial de atención integral 
para patologías específicas, en el que se sigue un plan rutinario de ac-
tividades de control, beneficio que se otorga a las personas que en su 
carné estén calificadas como discapacitados: física, sensorial o síquica67.
En este mismo sentido, el artículo 7 del Acuerdo 260 de 2004, expedi-
do por el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud, exonera del 
pago de copagos a aquellas personas que se encuentren en servicios 

64 Artículo 7, Ley 1295 de 2009.
65 Artículo 187, Ley 100 de 1993; Artículo 2, Acuerdo 260 de 2004.
66 Artículo 187, Ley 100 de 1993; Artículo 5, Acuerdo 260 de 2004.
67 Artículo 6, Parágrafo 2, Acuerdo 260 de 2004.
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de promoción y prevención. De manera que todas las personas con 
síndrome de Down que se encuentran afiliadas a algún programa de 
Atención Integral para la Promoción y Prevención relacionado con la 
discapacidad quedan exentas de copagos68.

c. Derecho a recibir una atención completa e integral en 
salud, de acuerdo a las fases de atención establecidas

En Colombia, los programas de salud para poblaciones en condiciones 
especiales quedaron organizados bajo tres fases importantes que de-
ben ser garantizadas por todas las empresas prestadoras del servicio 
de salud:

1. Prevención y diagnóstico

Con base en el artículo 7 de la Ley 361 de 1997, las Entidades Promoto-
ras de Salud (EPS) deben incluir en su Plan Obligatorio de Salud (POS), 
las acciones encaminadas a la detección temprana y la intervención 
oportuna de la limitación. En caso de que los exámenes necesarios para 
la detección no se encuentren cubiertos en el POS, situación que se pre-
senta con el examen del cariotipo requerido para el diagnóstico del sín-
drome de Down, la Corte Constitucional ha señalado que las EPS deben 
prestarlos directamente y tendrían derecho a repetir contra el Estado 
por medio del Fosyga (Fondo de Solidaridad y Garantía).69 

Ante la negativa de las EPS de realizar este procedimiento, los jueces 
por vía de tutela pueden ordenar que se presten tratamientos médicos 
cuando:

“La falta de la prestación del servicio vulnera o amenaza los derechos 
a la vida y a la integridad física de quien lo requiere; 

Ese servicio no puede ser sustituido por otro que se encuentre incluido 
en el POS;

68 Segrera Ayala, Y. y Torres Marenco, V. Op. Cit., p.113
69 Sentencia T-1211 de 2003, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa; Segrera Ayala, Y. y 

Torres Marenco, V. Op. Cit., p. 114.
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El interesado no puede directamente costear el tratamiento ni las su-
mas que la EPS se encuentra autorizada legalmente a cobrar y no puede 
acceder al tratamiento por otro plan distinto que lo beneficie;

El servicio médico ha sido prescrito por un médico adscrito a la EPS de 
quien se está solicitando el tratamiento”.

El derecho a la salud también consiste en tener acceso a un médico que 
pueda establecer si es procedente el examen o tratamiento. Esto se debe 
hacer cuando existan razones suficientes para pensar que una persona 
tiene alguna enfermedad que debe ser oportunamente diagnosticada 
para comenzar los tratamientos pertinentes70. Si el paciente y su fami-
lia no tienen los recursos económicos suficientes, el examen debe ser 
practicado y en caso de que sea diagnosticado el síndrome de Down, se 
deben prestar todos los servicios médicos que requiera71.

2. Tratamiento

De manera muy especial, a las personas con alguna discapacidad debe 
brindárseles la totalidad del tratamiento previsto para mejorar su en-
fermedad y hacer más viable su vida digna72.

Cada Entidad Promotora de Salud se rige por el POS, el cual estipula 
los procedimientos, tratamientos y medicamentos que debe prestar de-
terminada entidad. En principio las EPS no están obligadas a entregar a 
sus afiliados medicamentos no cubiertos por el POS. No obstante, pue-
den ser otorgados excepcionalmente en los siguientes casos:

a. Que se hayan agotado todas las posibilidades de los medicamen-
tos que se encuentren en el POS, sin que pudieran conseguirse 
resultados exitosos, y exista la posibilidad de que con un medi-
camento no cubierto en el POS sí se logren y de esta manera se 
garanticen la vida y salud de la persona.

70 Sentencia T-1211 de 2003, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa; Segrera Ayala, Y. y Torres 
Marenco, V. Op. Cit., p. 115.

71 Corte Constitucional, Sentencia T- 1211 de 2003, M.P. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
72 Corte Constitucional. Sentencia T - 391 de 2009, T-518 de 2006, M.P. Dr. Humberto Antonio 

Sierra Porto. Segrera Ayala, Y. y Torres Marenco, V. Op. Cit., p. 115.



24  
Los derechos de las personas 
con Sindrome de Down

b. Cuando el medicamento necesario e indispensable para la aten-
ción adecuada del paciente no pueda reemplazarse por alguno 
que sí se encuentre incluido en la lista del POS y se obtengan los 
mismos resultados.

c.  Cuando el medicamento dispuesto en el POS para tratar el caso 
pueda producir efectos contraproducentes o adversos para el pa-
ciente no proporcionales con el beneficio obtenido.

La acción de tutela ha sido el mecanismo utilizado por aquellas per-
sonas que no han logrado tener acceso a los medicamentos necesarios 
debido a la negativa del POS de suministrarlos.

Este es el caso aplicable a las personas con síndrome de Down, no solo 
por ser consideradas sujetos de especial protección, sino también por-
que la Corte Constitucional ha permitido que se inapliquen en situacio-
nes concretas, determinadas normas o reglamentos como, por ejemplo, 
el aspecto restringido de los servicios que debe prestar la entidad y 
que se encuentran estipulados en el POS, casos en los que no se puede 
permitir que una reglamentación legal o administrativa impida el goce 
efectivo de los preceptos constitucionales que se ven afectados, debido 
a operaciones no realizadas, drogas no suministradas, tratamientos in-
acabados, diagnósticos dilatados,73 entre otros.

Con relación al derecho al acceso al tratamiento requerido para mejo-
rar la discapacidad, han sido reiterados los pronunciamientos por par-
te de la Corte Constitucional acerca del reconocimiento de los gastos de 
transporte solicitados por los usuarios de los servicios de salud, hasta 
el punto de establecer que a personas en condiciones particulares y a 
sus acompañantes les sean subsidiados los costos de traslado a los cen-
tros de prestación de servicios de salud74. El cubrimiento de los gastos 
de desplazamiento por parte de las EPS de los pacientes a los lugares 
donde recibirán el tratamiento está supeditado a los siguientes crite-
rios:

73 Corte Constitucional, Sentencia T- 988 de 2003, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
74 Acuerdo 72 de 1997, Resolución 5261 de 1994. Corte Constitucional, Sentencia T-391 de 

2009, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto. Segrera Ayala, Y. y Torres Marenco, V. Op. 
Cit., p. 116.
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a. Que el tratamiento o procedimiento debe ser irremplazable e im-
prescindible para asegurar el derecho a la salud, a la integridad 
o a la vida digna de la persona75.

b. Que la imposibilidad de realizar el tratamiento o procedimiento, 
por no poder llevar a cabo el traslado, constituya un riesgo para 
la integridad, la salud, la vida digna o afecte la progresividad de 
la recuperación del paciente76.

c.  La capacidad económica del paciente: ni el usuario ni su familia 
deben contar con recursos económicos para sufragar los gastos 
de desplazamiento77.

d.  Las capacidades físicas y mentales, pues es claro que tratándose 
de menores, de personas de la tercera edad y de discapacitados, 
el paciente debe ser acompañado por otra persona, a quien tam-
bién se le deben sufragar los gastos78.

El cubrimiento de los costos de transporte aplica de manera más urgen-
te en los casos en los que el tratamiento se llevará a cabo en una ciudad 
distinta a la del usuario, pues los gastos de transporte y manutención 
son mayores e implican la obligación por parte de las EPS de sufragar 
igualmente el desplazamiento de un acompañante.

  Es por esto que, en algunos casos excepcionales, las EPS deben cu-
brir los gastos en los que incurren sus afiliados para obtener un acceso 
oportuno a los servicios de salud, como son : la atención de urgencias 
en instituciones que no pertenecen a su red de servicios, aquellos en 
los que el servicio se presta en virtud de una autorización expresa de la 
EPS, o en los que se demuestra la “incapacidad, imposibilidad, negati-
va injustificada o negligencia demostrada de la Entidad Promotora de 
Salud para cubrir las obligaciones de sus usuarios”79.

75 Corte Constitucional, Sentencia T-364 de 2005, M.P. Dr. Clara Inés Vargas Hernández. 
76 Corte Constitucional, Sentencia T-786 de 2006, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra  y 

Corte Constitucional, Sentencia T-861 de 2005, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
77 Corte Constitucional, Sentencia T-786 de 2006, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra  

T-861 de 2005, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
78 Corte Constitucional, Sentencia T – 786 de 2006, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Ca-

bra. Segrera Ayala, Y. y Torres Marenco, V. Op. Cit., p. 117.
79Ibídem. 
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En los casos eventuales en los que las EPS no se encuentren en condicio-
nes de ofrecer el transporte del paciente al centro donde se le realizará 
el procedimiento o tratamiento, de manera que se haga irrealizable la 
garantía del derecho fundamental a la salud, el Estado deberá realizar 
el mencionado desplazamiento, siempre y cuando se compruebe que 
el paciente y su familia no poseen los recursos económicos necesarios 
para costearlos80.

3. La habilitación / rehabilitación

La habilitación y la rehabilitación, en materia de discapacidad, deben 
entenderse de forma distinta. La primera hace referencia al conjunto 
de procesos terapéuticos, médicos, sociales y educativos que deben ser 
aplicados a personas que han sufrido alguna discapacidad antes de ad-
quirir la habilidad propia en el proceso de maduración, que general-
mente se considera aplicable a personas entre los 0 y 10 años81.

La rehabilitación, en cambio,

es un proceso encaminado a lograr que las personas con discapacidad 
estén en condiciones de alcanzar y mantener un estado funcional óp-
timo desde el punto de vista físico, sensorial, intelectual, psíquico o 
social, de manera que cuenten con medios para modificar su propia 
vida y ser más independientes. (…) puede abarcar medidas para pro-
porcionar o restablecer las funciones o para compensar la pérdida o la 
falta de una función o una limitación funcional. El proceso de rehabili-
tación no supone la prestación de atención médica preliminar. Abarca 
una amplia variedad de medidas y actividades, desde la rehabilitación 
más básica y general hasta las actividades de orientación específica82 

Existen básicamente tres tipos de rehabilitación:

80 Ibídem. 
81 Colombia, Ministerio de la Protección Social. Lineamientos de política, habilitación / 

rehabilitación integral para el desarrollo familiar, ocupacional y social de las personas con 
discapacidad, 2003. Segrera Ayala, Y. Torres Marenco, V. Op. Cit., p. 118.

82 ONU, Asamblea General de Naciones Unidas. Resolución 48/96 de 1994. Segrera Aya-
la, Y. y Torres Marenco, V. Op. Cit., p. 118.
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a. La rehabilitación funcional que busca la prevención, reducción, 
modificación y desaparición de las consecuencias de la enferme-
dad que afecta la capacidad funcional de la persona83. 

b. La rehabilitación basada en la comunidad que busca disminuir la 
discapacidad a través de la participación activa de la persona en 
la comunidad con responsabilidades en la toma de decisiones y 
en el liderazgo de la misma84.

c   La rehabilitación integral que busca el mejoramiento efectivo de 
la calidad del individuo y su interacción con la sociedad, la fami-
lia y el entorno. Este tipo de rehabilitación es la que se busca en 
Colombia para las personas con cualquier tipo de discapacidad. 
Por ser la más compleja, el Ministerio de la Protección Social es-
tableció en el año 2003 que las entidades que presten este tipo 
de rehabilitación deben incluir acciones de: a) promoción de la 
salud y de la participación y prevención de la discapacidad; b) 
desarrollo, recuperación y mantenimiento funcional; y c) la pre-
paración para la integración socio-ocupacional85. 

3.3. DIFICULTADES EN EL ACCESO A LA SALUD DE LAS
PERSONAS CON SÍNDROME DE DOWN EN BARRANQUILLA

Las principales dificultades en el acceso a la salud de las personas en 
situación de discapacidad pueden resumirse en:

a. “La negativa por parte de las Entidades Prestadoras de Servicios 
de Salud de continuar prestando los servicios requeridos por 
las personas discapacitadas y los intensos y demorados trámi-

83 Colombia, Ministerio de la Protección Social. Ocupación, discapacidad y costos. La 
redistribución de beneficios a través del Sistema de Seguridad Social Integral, 2000.

84 Heineken, K. Rehabilitación con base en la comunidad: ¿Qué es y cómo lo hacemos? 
http://sapiens.ya.com/eninteresvisual/ftp/rehabilitacionconbaseenlacomunidad.htm. 
Segrera Ayala, Y. y Torres Marenco, V. Op. Cit., p. 119. 

85 Colombia, Ministerio de la Protección Social. Lineamientos de política, habilitación / 
rehabilitación integral para el desarrollo familiar, ocupacional y social de las personas con 
discapacidad, 2003. Segrera Ayala, Y. y Torres Marenco, V. Op. Cit., p. 119.
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tes para obtener los servicios”86. Esto es común, a pesar de que 
la Corte Constitucional ha señalado reiteradamente que resulta 
violatorio del derecho fundamental a la salud que se suspenda 
temporal o permanentemente el tratamiento médico requerido 
por la persona con síndrome de Down. Y más si se trata de las te-
rapias y programas de rehabilitación integral (física, ocupacional 
y de lenguaje) o cualquier otro que busque permitirle disfrutar 
de una vida plena y decente que aseguren su dignidad y le per-
mitan llegar a bastarse por sí mismo87, esto es, “al disfrute del 
más ato nivel posible de salud”88.

b. “Ausencia de políticas públicas en discapacidad y de protocolos 
al interior del Sistema de Salud para el tratamiento especial de 
las personas en esta condición. En Colombia no existe una legis-
lación integrada en materia de discapacidad, ni mucho menos 
protocolos completos para el tratamiento de los discapacitados 
cognitivos. Hay grandes lagunas normativas y disposiciones sin 
reglamentación que pese a estar vigentes, no representan mayo-
res beneficios para optimizar la calidad de vida de este grupo de 
personas vulnerables”89.

“Hace falta en el país una codificación de los derechos y de la 
legislación que beneficia a las personas con discapacidad, siendo 
esto el principio para que los pertenecientes a este grupo vulne-
rable puedan conocer concretamente cuáles son sus derechos y 
las rutas por medio de las cuales pueden hacerse exigibles”90.

c. “Falta de recursos económicos de los familiares del discapacitado 
para cumplir con las exigencias de las terapias y los tratamien-
tos. Como lo pudimos comprobar con el Censo Nacional del año 

86 Arrieta Montoya, L. Situación actual de los derechos en materia de salud de las per-
sonas con Síndrome de Down en Barranquilla, [inédito] 2010, p. 24

87 Corte Constitucional, Sentencia T-127 de 2007, M.P. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
Corte Constitucional T- 467 de 2004, M.P. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.

88 Corte Constitucional, Sentencia T-626 de 2009, M.P. Dr. Juan Carlos Henao Pérez; Prin-
cipio 5° de la Declaración de los Derechos del Niño proclamada por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas -Resolución 1386 (XIV) de 20 de noviembre de 1959. Artículos 23 y 
24 de la Convención sobre los Derechos del Niño, aprobada por Colombia a través de la Ley 
12 de 1991.

89 Arrieta Montoya, L.op.cit., p. 26
90 Ibídem.
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2005, más del 90% de los discapacitados residentes en el departa-
mento del Atlántico y en el distrito de Barranquilla pertenecen a 
los estratos socio económicos 1 y 2”91.

Por lo general, una persona con síndrome de Down debe visitar 
al menos tres lugares distintos a la semana con el objetivo de 
cumplir con las terapias ordenadas por la EPS, pues los profe-
sionales que atienden a las personas con discapacidad cognitiva 
no se encuentran concentrados en un mismo centro o institución 
en el cual se realice el tratamiento y rehabilitación de manera 
completa e integrada, lo que implica un alto costo en transportes 
y un desgaste para las familias que motiva al abandono del trata-
miento. “Este es un argumento usualmente utilizado por las EPS 
a su favor para afirmar que han prestado todos los servicios y 
garantizado todos los derechos para los tratamientos. Invirtien-
do la responsabilidad en la familia del paciente al señalar que 
son negligentes por no acudir periódicamente a las terapias”92.

d. “Deficiente monitoreo de los avances y del estado de salud del 
discapacitado por carencia de manejo integral de la condición. 
No existen en la ciudad suficientes centros integrales para el tra-
tamiento y rehabilitación de las personas en situación de discapa-
cidad. En la práctica, las EPS remiten a estas personas a diferentes 
centros, cada uno de los cuales puede brindar una parte de las 
terapias y tratamientos que necesitan, de manera que no existe 
un trabajo integral e integrado de la condición de discapacidad y 
los avances reportados por los discapacitados que reciben trata-
mientos segregados son notablemente menores a aquellos en los 
cuales se realiza un trabajo en conjunto de todos los profesiona-
les que manejan tal patología (médicos, fisioterapeutas, psicólo-
gos, fonoaudiólogos, entre otros)”93.

91 Gobernación del Atlántico, Secretaría de Salud Departamental. Análisis de la situa-
ción de Salud en el Departamento en los años 2004-2005. Barranquilla: Ediciones Uninorte, 
2006, p. 102.

92 Arrieta Montoya, L. Op. Cit., p. 27
93 Arrieta Montoya, L. Idem, p.2. Información obtenida de las entrevistas con la Dra. 

Elena Cárdenas, abogada y asesora del área de derecho público en el Consultorio Jurídico 
de la Universidad del Norte y con la Dra. Dayana Meléndez, psicóloga de la Fundación 
Síndrome de Down – Caribe.
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e. “Falta de información en derechos y deberes de las personas dis-
capacitadas. Esta última resulta quizá la barrera más grande que 
tienen las familias de las personas en situación de discapacidad 
para hacer exigibles los derechos que están consagrados en la 
legislación de manera difusa. La falta de información brindada 
por las EPS y la ausencia de programas de prevención de la disca-
pacidad, de tratamiento y rehabilitación integrados y especiales 
hacen que los avances presentados por estas personas no sean los 
máximos posibles y que las familias en ocasiones pierdan la es-
peranza de brindar futuros mejores a sus integrantes especiales.

Se hace necesaria una intensa capacitación a los miembros del 
personal médico vinculado al Sistema de Salud en Colombia, así 
como a los educadores especiales, a los docentes, a los trabajado-
res sociales, psicólogos y fisioterapeutas para brindar adecuadas 
atenciones a las personas con discapacidad y entregar a las fami-
lias una información completa, responsable y optimista para que 
desde el momento del embarazo, la noticia y el diagnóstico sean 
un rol activo en hacer posible una verdadera calidad de vida”94 
para la persona en condición de discapacidad.

3.4. ACCIONES JURÍDICAS RECOMENDADAS PARA LA
PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA SALUD

a. Procedimiento para la obtención de medicamentos
no cubiertos por el POS

Etapa I: Comité Técnico Científico

La Resolución 3099 de 2008, expedida por el Ministerio de Protección 
Social, establece que el Comité Técnico Científico es el órgano compe-
tente para evaluar, aprobar o desaprobar las prescripciones u órdenes 
médicas presentadas por los médicos tratantes de los afiliados para la 
aprobación del suministro de los medicamentos y demás servicios mé-
dicos y prestaciones de salud que estén por fuera del Manual Vigente 
de Medicamentos del Plan Obligatorio de Salud como también en el 

94 Arrieta Montoya, L. Op. Cit., p 29
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Manual Vigente de Actividades, Intervenciones y Procedimientos del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud manual listado de medi-
camentos del Plan Obligatorio de Salud (POS).95

Procedimiento

Las prescripciones u órdenes médicas deberán ser presentadas al Co-
mité por el médico tratante y se tramitarán conforme al siguiente pro-
cedimiento: 

a.  La o las prescripciones u órdenes médicas y justificación, en caso de 
ser un medicamento no incluido en el Manual de Medicamentos del 
Plan Obligatorio de Salud, POS, será presentada y debidamente susten-
tada por escrito por el médico tratante adjuntando la epicrisis o resu-
men de historia clínica del paciente, el nombre del medicamento en su 
denominación común internacional, identificar su grupo terapéutico, 
principio(s) activo(s) individuales o combinados, concentración, forma 
farmacéutica, número de días/tratamiento, número de dosis/día y can-
tidad autorizada del medicamento solicitado y el nombre del medica-
mento en su denominación común internacional del medicamento o de 
los medicamentos incluidos en el Plan Obligatorio de Salud del mismo 
grupo terapéutico que se remplazan o sustituyen, con la descripción 
de su principio(s) activo(s), concentración y forma farmacéutica, y el 
número de días/tratamiento y dosis equivalentes al medicamento au-
torizado, y si es necesario, la información sobre resultados de ayudas 
diagnósticas, información bibliográfica, situaciones clínicas particula-
res y casuística.

b.	 La o las prescripciones u órdenes médicas y justificación, en caso de ser 
un servicio médico o prestación de salud no incluido en el Plan Obli-
gatorio de Salud (POS), será presentada y debidamente sustentada por 
escrito por el médico tratante adjuntando la epicrisis o resumen de his-
toria clínica del paciente y la identificación del o los servicios médicos y 
prestaciones de salud incluidos en el Plan Obligatorio de Salud, que se 
remplazan o sustituyen, equivalentes al o los servicios médicos y pres-
taciones de salud autorizados, y si es necesario, la información sobre re-
sultados de ayudas diagnósticas, información bibliográfica, situaciones 
clínicas particulares y casuística.

95 Artículo 4°, Resolución 3099 de 2008.
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c.  El Comité, dentro de la siguiente sesión a la presentación de la o las 
prescripciones u órdenes médicas y justificación por parte del médico 
tratante, deberá establecer su pertinencia y decidir sobre la petición pre-
sentada mediante la elaboración de un acta. 

d.   Si se requiere allegar información o documentación adicional, en la mis-
ma sesión, el Comité la solicitará al médico tratante, quien debe sumi-
nistrarla dentro de los dos (2) días siguientes. Así mismo, si se requieren 
conceptos adicionales al emitido por el médico tratante, se solicitarán 
entre profesionales de la salud de la misma especialidad en el término 
anteriormente establecido. El Comité, dentro de la semana siguiente, 
deberá decidir sobre la autorización o negación de la petición formu-
lada.

e.  El Comité podrá autorizar tratamientos ambulatorios hasta por un máxi-
mo de tres (3) meses, tiempo que se considera pertinente para que el 
Comité Técnico-Científico nuevamente analice el caso y si la respuesta 
al tratamiento es favorable, determine la periodicidad con la que se con-
tinuará autorizando y suministrando el medicamento, el que en ningún 
caso podrá ser por tiempo indefinido.96

Etapa II: acciones procedentes en caso de negación de los 
medicamentos, tratamientos o exámenes por el Comité
Técnico Científico (CTC)

Según la decisión pueden presentarse dos conductas por parte de la 
EPS a través del CTC:

a. “Que el CTC no conteste ni se pronuncie sobre la solicitud. En este caso 
particular opera una negación tácita del medicamento, tratamiento o 
examen. El procedimiento a seguir es formular una acción de tutela, 
pues es obligación del Comité pronunciarse dentro de la semana si-
guiente, decidir sobre la autorización o negación de la petición formula-
da97. En primera instancia, un derecho de petición en interés particular, 
invocando los artículos 23 de la Constitución y 9 del Código Contencio-
so Administrativo. La finalidad de interponer este recurso es solicitarle 
a la Entidad Promotora de Salud (EPS), y específicamente al CTC, que dé 
respuesta a la solicitud formulada con su respectiva justificación. 

96 Artículo 7, Resolución 3099 de 2008
97 Ibíd.
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●    En caso que la EPS dé respuesta al Derecho de Petición presen-
tado aprobando la solicitud, se entiende que se ha obligado al 
suministro del medicamento. 

●   Si por el contrario responde el derecho de petición negando 
expresamente la solicitud del medicamento y el caso cumpla 
con todos los requisitos necesarios para conceder el medica-
mento, es posible intentar una acción de tutela, la cual trata-
remos en el siguiente apartado.

●    Si la EPS a la que se encuentra afiliado no responde el derecho 
de petición en los 15 días hábiles siguientes a su presentación, 
se puede presentar una acción de tutela por habérsele vul-
nerado el derecho fundamental de petición establecido en el 
artículo 23 constitucional.

b. Que el CTC conteste la solicitud de medicamentos no POS negándolos 
expresamente: En este caso no es necesario presentar el derecho de peti-
ción sino que procede la acción de tutela directamente”98.

Etapa III: acción de tutela

“Motivados por las deficiencias en la prestación de los servicios de 
salud, la acción de tutela se ha convertido prácticamente en la única 
alternativa de las personas con discapacidad cognitiva para obtener 
tratamientos integrales para sus respectivas patologías.

La tutela es el mecanismo por el cual toda persona puede reclamar ante 
los jueces la protección de sus derechos fundamentales, cuando están 
siendo amenazados o vulnerados por las acciones y/u omisiones de 
las autoridades públicas o ciertos particulares establecidos por la ley. 
Con relación a la procedencia de la acción contra entidades privadas o 
personas particulares, el Decreto 2591 de 1991 estableció en su artículo 
42, numeral 2, que es posible intentarla “cuando aquél contra quien se 
hubiere hecho la solicitud esté encargado de la prestación del servicio 
público de salud”, es decir, la tutela en contra de las EPS es completa-
mente viable por expresa disposición de la ley99.

98 Arrieta Montoya, L. Op. Cit., p. 32.
99 Ibídem, p. 33
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El derecho a la salud es considerado un derecho fundamental autóno-
mo. Así lo ha establecido la Corte Constitucional en reiterada jurispru-
dencia y específicamente cuando se trate de personas con discapacidad: 

Las personas con discapacidad tienen un derecho fundamental a que 
se garantice su atención integral en salud y a ser partícipes de los pro-
gramas de rehabilitación adelantados por el gobierno. Para la Corpo-
ración, la atención en salud del discapacitado es uno de los cometidos 
de las autoridades en virtud de los derechos constitucionales a la inte-
gridad personal, la salud y la seguridad social, ya que la superación de 
una discapacidad, en muchos casos, depende de la oportuna atención 
en salud100.

b. Alternativa al trámite judicial en caso de 
medicamentos no cubiertos en el POS

“Mediante Sentencia C 316 de 2008 reiteró lo establecido en la Ley 1122 
de 2007, según la cual debe suspenderse el trámite vía tutela para con-
seguir todo medicamento, tratamiento o examen no cubierto por el POS. 
En lugar de la acción, y en primera instancia, las EPS y demás entidades 
prestadoras de servicios de salud deben crear un procedimiento ágil y 
sencillo, sin necesidad de que la persona enferma tenga la necesidad de 
acudir a la acción de tutela. “Las aseguradoras tienen la obligación de 
dar trámite inmediato a la solicitud de medicamentos hecha por el mé-
dico especialista sin que el CTC se convierta en una barrera de acceso a 
los servicios de salud y a la vida digna”101. 

Son requisitos para que proceda la tutela en casos de medicamentos no 
cubiertos por el POS:

a. Que la persona se encuentre gravemente enferma y requiera im-
prescindiblemente el medicamento solicitado. En el caso de las 
personas con síndrome de Down se sustituye este requisito de-
mostrando que el examen, tratamiento o medicamento negado 

100 Corte Constitucional, Sentencia T-760 de 2008, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa; T-105 
de 2009, M.P. Jaime Córdoba Triviño.

101 Ibídem, p. 34
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o suspendido es imprescindible para el desarrollo, la calidad de 
vida y la salud del discapacitado.

b. Que la Entidad no haya respondido la solicitud de forma diligen-
te o hayan negado expresamente la solicitud sin fundamentos 
sostenibles.

En el segundo caso, las EPS sólo recibirán el reembolso por el 50% del 
valor del medicamento por parte del FOSYGA al no haber atendido la 
solicitud del paciente y habiéndolo obligado a acudir a la acción de 
tutela. Esto, toda vez que el fundamento de aquel procedimiento tiene 
como objetivo:

evitar los trámites administrativos y dilaciones injustificadas en el sis-
tema de salud que pudieran afectar los derechos fundamentales de los 
usuarios.

Y la segunda, afrontar la práctica, ya constatada por esta Corte, según 
la cual algunas aseguradoras exigen a sus asegurados la interposición 
de acciones de tutela como requisito para acceder a la solicitud de en-
trega de medicamentos para enfermedades catastróficas o de alto costo, 
cuando estos no estuvieren en el POS […]102.

Por último, la Corte ha establecido que especialmente en el caso de las 
personas con discapacidad,

se dan las condiciones que jurisprudencialmente se han determinado 
para inaplicar la reglamentación que excluye el medicamento del P.O.S. 
cuando la falta del medicamento o tratamiento excluido por la regla-
mentación legal o administrativa, amenace los derechos constituciona-
les fundamentales a la vida o a la integridad personal del interesado, 
pues no se puede obligar a las Entidades Promotoras de Salud a asu-
mir el alto costo de los medicamentos o tratamientos excluidos, cuando 
sin ellos no peligran tales derechos; que se trate de un medicamento 
o tratamiento que no pueda ser sustituido por uno de los contempla-
dos en el POS o que, pudiendo sustituirse, el sustituto no obtenga el 
mismo nivel de efectividad que el excluido del plan, siempre y cuando 
ese nivel de efectividad sea el necesario para proteger el mínimo vital 

102 Corte Constitucional, Sentencia C- 316 de 2008, M.P. Jaime Córdoba Triviño.
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del paciente; que el paciente realmente no pueda sufragar el costo del 
medicamento o tratamiento requerido, y que no pueda acceder a él por 
ningún otro sistema o plan de salud (el prestado a sus trabajadores por 
ciertas empresas, planes complementarios prepagados, etc.). Y, final-
mente, que el medicamento o tratamiento haya sido prescrito por un 
médico adscrito a la Empresa Promotora de Salud a la cual se halle 
afiliado el demandante103.

IV. Visibilidad nacional y local

4.1.  VISIBILIDAD A NIVEL NACIONAL

El Sistema Nacional de Discapacidad es el mecanismo de coordinación 
de los diferentes actores que intervienen en la integración social de esta 
población, en el marco de los Derechos Humanos, con el fin de racio-
nalizar los esfuerzos, aumentar la cobertura y organizar la oferta de 
programas y servicios, promover la participación de la población forta-
leciendo su organización, así como la de las organizaciones públicas y 
de la sociedad civil que actúan mediante diversas estrategias.104

En el marco de este sistema se crea el Consejo Nacional de Discapa-
cidad105,  el cual es presidido por un delegado del Presidente de la Re-
pública, y está conformado por ministros de diferentes carteras o sus 
delegados, tales como el de Protección Social,  Educación Nacional, en-
tre otros. Asimismo, debe contar con seis (6) representantes de organi-
zaciones de personas con discapacidad física, visual, auditiva, mental, 
múltiple y un representante de organizaciones de padres de familia de 
personas con discapacidad cognitiva106.

Con la creación de este sistema el Estado abre las puertas a la realiza-
ción de un trabajo coordinado entre las distintas entidades nacionales y 

103 Corte Constitucional, Sentencia T-284 de 2001, M.P. Álvaro Tafur Galvis. En el mismo 
sentido las sentencias T-395 de 1998 – M.P. Alejandro Martínez Caballero y T- 1298 de 
2000 – M.P. Fabio Morón Díaz; SU-111 de 1997, -M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. Arrieta, 
Montoya. L. Op. Cit., p. 34.

104 Artículo 5°, Ley 1145 de 2007.
105 En el año 2010 el CND se constituyó mediante Resolución 02730. 
106 Artículo 10°, Ley 1145 de 2007.
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locales y las organizaciones de personas con discapacidades, con el fin 
de promover la implementación de políticas públicas que garanticen 
sus derechos fundamentales. 

4.2.  VISIBILIDAD A NIVEL LOCAL

A nivel local, se encuentra el Sistema de Atención Integral Distrital de 
Discapacidad107 y se institucionaliza la primera semana de diciembre 
de cada año como la semana de la persona en situación de discapaci-
dad. 

A la cabeza de dicho sistema está el Consejo Distrital de la Disca-
pacidad de Barranquilla (CDD), conformado por el Alcalde Distrital o 
su delegado, secretarios de las distintas carteras con competencia para 
atender la discapacidad en el distrito, representantes de personas con 
discapacidades y otras entidades, como la Secretaría Distrital de Cul-
tura.

Seguidamente, los Consejos Locales de Discapacidad están conforma-
dos en cada una de las localidades del distrito de Barranquilla: Norte 
Centro Histórico, Metropolitana, Suroriente, Suroccidente y Riomar.

V. Acciones jurídicas internacionales para la
protección del derecho a la salud y educación

5. 1. SISTEMA INTERAMERICANO DE 
DERECHOS HUMANOS (OEA)

Colombia, como Estado parte a la Convención Americana sobre De-
rechos Humanos, está obligada a respetar los derechos establecidos 
en este tratado en beneficio de las personas que se encuentren bajo su 
jurisdicción. En este sentido, si las acciones jurídicas internas no son 
efectivas para la protección de los derechos mencionados, la persona 
siempre podrá acudir a la presentación de una petición ante la Comi-

107 Acuerdo 005 de 2005.
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sión Interamericana de Derechos Humanos y en caso de que el pro-
cedimiento ante esta instancia fracase, puede presentar una demanda 
ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

Lo anterior, se debe basar en el encuadramiento de la falta de efectivi-
dad de las acciones jurídicas internas como una conducta que viola los 
derechos establecidos en la Convención.

De igual forma, Colombia ratificó la Convención Interamericana para 
la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las Per-
sonas con Discapacidad. De acuerdo a ello, el Estado colombiano se 
compromete a adoptar las medidas de carácter legislativo, social, edu-
cativo, laboral o de cualquier otra índole, necesarias para eliminar la 
discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar su 
plena integración en la sociedad.108 Este instrumento es utilizado por la 
Comisión y la Corte como herramienta de interpretación para darle un 
alcance a la protección de los derechos de este grupo.

a. Requisitos para presentar una petición ante la Comisión

1. Haber agotado todos los recursos de la jurisdicción interna idó-
neos para la protección del derecho denunciado ante la instancia 
internacional. En este caso, el único recurso jurídico exigido es 
la acción de tutela para la protección del derecho individual a la 
salud y la educación.109 

2. Presentar la petición dentro de los últimos 6 meses siguientes a la 
notificación de la última decisión definitiva. 

3. No haber sometido el asunto a otra instancia o arreglo interna-
cional. 

4. La petición debe incluir el nombre, la nacionalidad, la profesión, 
el domicilio y la firma de la persona o personas o del represen-
tante legal de la entidad que somete la petición.110 

108 Artículo 3. Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de 
Discriminación contra las Personas con Discapacidad.

109 Excepcionalmente se podrá exigir el agotamiento de otros recursos como acciones 
populares y acción de inconstitucionalidad. Esto dependerá del caso concreto.

110 Artículo 46.1, Convención Americana de Derechos Humanos. 
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b. Normas que se pueden invocar ante presunta violación
del derecho a la salud y educación:

●    Convención Americana de Derechos Humanos

Artículo 1.1 Obligación de respetar los derechos 

Artículo 4. Derecho a la vida

Articulo 5. Derecho a la integridad personal

Artículo 6. Derechos del niño

Artículo 24. Igualdad ante la ley

Artículo 25. Protección judicial

●   Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre
Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

Artículo 13. Derecho a la educación.

c. Como fuente de interpretación

●   Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas
de Discriminación contra las Personas con Discapacidad

Una vez la petición ha sido admitida por la Comisión, esta decide 
si existen fundamentos para declarar la violación de los derechos 
mencionados en la petición u otros que la Comisión considere vio-
lados. En caso afirmativo, la Comisión recomendará al estado las 
acciones pertinentes para remediar las violaciones y, en defecto 
si el Estado no las cumple, la Comisión podrá remitir el caso ante 
la Corte para que esta, mediante sentencia judicial, establezca la 
responsabilidad del Estado en el caso concreto, como ultima ins-
tancia internacional. Si la Corte decide a favor del demandante, 
esta establecerá el alcance de las reparaciones a su favor y la res-
ponsabilidad internacional del Estado. 

El Sistema Interamericano de Derechos Humanos tradicionalmen-
te se ha inclinado por la protección de la persona. Por esta razón, 
es importante que el litigio internacional se incluya como opción 
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jurídica efectiva y viable por los grupos defensores de derechos de 
las personas con discapacidad, para darle visibilidad y solución a 
los problemas de discriminación que esta población enfrenta en la 
actualidad.

5.2. SISTEMA UNIVERSAL DE PROTECCIÓN DE
DERECHOS HUMANOS (ONU)

Colombia es parte del Pacto de Derechos Civiles y Políticos (PDCP). El Co-
mité de Derechos Humanos es el órgano establecido para recibir quejas 
individuales por la presunta violación de los derechos establecidos en 
el Pacto. 

De igual forma, es parte a la Convención de la ONU sobre las personas 
con discapacidad111. Esta Convención prevé un mecanismo de peticiones 
individuales a través de un Comité establecido en el Protocolo Faculta-
tivo112. Sin embargo, Colombia no se ha hecho parte a este Protocolo113. 
Por tal razón, aun no se pueden presentar peticiones por violación a la 
Convención.
 
a. Requisitos para presentar una petición 

ante el Comité de Derechos Humanos

1.  Haber agotado todos los recursos de la jurisdicción interna idó-
neos para la protección del derecho denunciado ante la instancia 
internacional. En este caso, el único recurso jurídico exigido para 
la protección del derecho individual a la salud y la educación es 
la tutela.

2.  No haber sometido el asunto a otra instancia o arreglo interna-
cional.

3.  Presentar la denuncia o petición por la presunta violación de los 
derechos establecidos en el PDCP. La denuncia debe ser presenta-

111 Entrada en vigor: 3 de mayo de 2008.
112 Entrada en vigor 3 de mayo de 2008.
113 Ver estado de ratificaciones en: http://treaties.un.org/pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-

15-a&chapter=4&lang=.  Fecha de consulta: septiembre 14 de 2011.

http://treaties.un.org/pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-15-a&chapter=4&lang=en
http://treaties.un.org/pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-15-a&chapter=4&lang=en
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da por o en representación de la persona directamente afectada. 
Si no se puede presentar documento que certifique que actúa en 
representación de la presunta víctima, debe indicar la razón de 
esta imposibilidad.

4. La petición debe incluir la información básica de la persona. 
Nombre, nacionalidad y fecha de nacimiento. También debe in-
dicar contra cuál Estado presenta la petición.

b. Normas que se pueden invocar ante presunta 
violación del derecho a la salud y educación

●   Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

Artículo 2. Obligación de respeto y garantía

Artículo 6. Derecho a la vida

Artículo 7. Derecho a la integridad personal

Artículo 24. Derechos del niño 

Artículo 26. Derecho a la igualdad

c. Como fuente de interpretación

●   Convención de la ONU sobre las personas con discapacidad.

Una vez admitida la petición, el Comité adelanta un procedi-
miento interno mediante el cual notifica al Estado de la petición 
y decide si hubo o no violación. Si el Comité decide que hubo 
violación del Pacto, le indicará al Estado las reparaciones que 
deberá otorgar y, en su defecto, si el Estado incumple nombrará 
a un experto del comité para que tome medidas adicionales.

El procedimiento ante el Comité se agota una vez haya tomado 
la decisión de fondo. En esta instancia se agota el Sistema de Pro-
tección de Naciones Unidas.
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pactos/pacto_internacional_derechos_civiles_politicos.html 

Convención Americana de Derechos Humanos

Disponible en: http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/b-32.html 

Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de Discrimi-
nación

contra las Personas con Discapacidad.

http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-65.html 

Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Económicos,

Sociales y Culturales.Disponible en: http://www.oas.org/juridico/spanish/
tratados/a-52.html 

http://www.down21.org/vision_perspec/art_que_es_sd.htm
http://www.down21.org/vision_perspec/art_que_es_sd.htm




Anexo 1

Convención sobre los derechos de las
personas con discapacidad

Preámbulo

Los Estados Partes en la presente Convención,
a) Recordando los principios de la Carta de las Naciones Unidas que 

proclaman que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por 
base el reconocimiento de la dignidad y el valor inherentes y de los 
derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia 
humana,

b) Reconociendo que las Naciones Unidas, en la DeclaraciónUniversal 
de Derechos Humanos y en los Pactos Internacionales de Derechos 
Humanos, han reconocido y proclamado que toda persona tiene los 
derechos y libertades enunciados en esos instrumentos, sin distin-
ción de ninguna índole,

c) Reafirmando la universalidad, indivisibilidad, interdependencia e in-
terrelación de todos los derechos humanos y libertades fundamen-
tales, así como la necesidad de garantizar que las personas con dis-
capacidad los ejerzan plenamente y sin discriminación,

d) Recordando el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las For-
mas de Discriminación Racial, la Convención sobre la Eliminación 
de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, la Conven-
ción contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, la Convención sobre los Derechos del Niño y la Con-
vención Internacional sobre la protección de los derechos de todos 
los trabajadores migratorios y de sus familiares,

e) Reconociendo que la discapacidad es un concepto que evoluciona y 
que resulta de la interacción entre las personas con deficiencias y las 
barreras debidas a la actitud y al entorno que evitan su participación 
plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las 
demás,

f) Reconociendo la importancia que revisten los principios y las direc-
trices de política que figuran en el Programa de Acción Mundial 
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para los Impedidos y en las Normas Uniformes sobre la Igualdad 
de Oportunidades para las Personas con Discapacidad como factor 
en la promoción, la formulación y la evaluación de normas, planes, 
programas y medidas a nivel nacional, regional e internacional des-
tinados a dar una mayor igualdad de oportunidades a las personas 
con discapacidad,

g) Destacando la importancia de incorporar las cuestiones relativas a la 
discapacidad como parte integrante de las estrategias pertinentes de 
desarrollo sostenible,

h) Reconociendo también que la discriminación contra cualquier persona 
por razón de su discapacidad constituye una vulneración de la dig-
nidad y el valor inherentes del ser humano,

i) Reconociendo además la diversidad de las personas con discapacidad,
j) Reconociendo la necesidad de promover y proteger los derechos hu-

manos de todas las personas con discapacidad, incluidas aquellas 
que necesitan un apoyo más intenso,

k) Observando con preocupación que, pese a estos diversos instrumentos y 
actividades, las personas con discapacidad siguen encontrando ba-
rreras para participar en igualdad de condiciones con las demás en 
la vida social y que se siguen vulnerando sus derechos humanos en 
todas las partes del mundo,

l) Reconociendo la importancia de la cooperación internacional para me-
jorar las condiciones de vida de las personas con discapacidad en 
todos los países, en particular en los países en desarrollo,

m) Reconociendo el valor de las contribuciones que realizan y pueden 
realizar las personas con discapacidad al bienestar general y a la 
diversidad de sus comunidades, y que la promoción del pleno 
goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales por 
las personas con discapacidad y de su plena participación tendrán 
como resultado un mayor sentido de pertenencia de estas personas 
y avances significativos en el desarrollo económico, social y humano 
de la sociedad y en la erradicación de la pobreza,

n) Reconociendo la importancia que para las personas con discapacidad 
reviste su autonomía e independencia individual, incluida la liber-
tad de tomar sus propias decisiones,

o) Considerando que las personas con discapacidad deben tener la opor-
tunidad de participar activamente en los procesos de adopción de 
decisiones sobre políticas y programas, incluidos los que les afectan 
directamente,
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p) Preocupados por la difícil situación en que se encuentran las perso-
nas con discapacidad que son víctimas de múltiples o agravadas 
formas de discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional, 
étnico, indígena o social, patrimonio, nacimiento, edad o cualquier 
otra condición,

q) Reconociendo que las mujeres y las niñas con discapacidad suelen es-
tar expuestas a un riesgo mayor, dentro y fuera del hogar, de vio-
lencia, lesiones o abuso, abandono o trato negligente, malos tratos 
o explotación,

r) Reconociendo también que los niños y las niñas con discapacidad deben 
gozar plenamente de todos los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en igualdad de condiciones con los demás niños y 
niñas, y recordando las obligaciones que a este respecto asumieron 
los Estados Partes en la Convención sobre los Derechos del Niño,

s) Subrayando la necesidad de incorporar una perspectiva de género en 
todas las actividades destinadas a promover el pleno goce de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales por las personas 
con discapacidad,

t) Destacando el hecho de que la mayoría de las personas con discapaci-
dad viven en condiciones de pobreza y reconociendo, a este respec-
to, la necesidad fundamental de mitigar los efectos negativos de la 
pobreza en las personas con discapacidad,

u) Teniendo presente que, para lograr la plena protección de las perso-
nas con discapacidad, en particular durante los conflictos armados 
y la ocupación extranjera, es indispensable que se den condiciones 
de paz y seguridad basadas en el pleno respeto de los propósitos y 
principios de la Carta de las Naciones Unidas y se respeten los ins-
trumentos vigentes en materia de derechos humanos,

v) Reconociendo la importancia de la accesibilidad al entorno físico, so-
cial, económico y cultural, a la salud y la educación y a la informa-
ción y las comunicaciones, para que las personas con discapacidad 
puedan gozar plenamente de todos los derechos humanos y las li-
bertades fundamentales,

w) Conscientes de que las personas, que tienen obligaciones respecto a 
otras personas y a la comunidad a la que pertenecen, tienen la respo 
sabilidad de procurar, por todos los medios, que se promuevan y re 
peten los derechos reconocidos en la Carta Internacional de Dere-
chos Humanos,
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x) Convencidos de que la familia es la unidad colectiva natural y funda-
mental de la sociedad y tiene derecho a recibir protección de ésta y 
del Estado, y de que las personas con discapacidad y sus familiares 
deben recibir la protección y la asistencia necesarias para que las fa-
milias pu dan contribuir a que las personas con discapacidad gocen 
de sus derechos plenamente y en igualdad de condiciones,

y) Convencidos de que una convención internacional amplia e integral 
para promover y proteger los derechos y la dignidad de las per-
sonas con discapacidad contribuirá significativamente a paliar la 
profunda desventaja social de las personas con discapacidad y pro-
moverá su participación, con igualdad de oportunidades, en los ám-
bitos civil, político, económico, social y cultural, tanto en los países 
en desarrollo como en los desarrollados, Convienen en lo siguiente:

Artículo 1
Propósito

El propósito de la presente Convención es promover, proteger y asegu-
rar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales por todas las personas con disca-
pacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente.

Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan deficien-
cias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al 
interactuar con diversas barreras, puedan impedir su participación ple-
na y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.

Artículo 2
Definiciones

A los fines de la presente Convención:
La comunicación incluirá los lenguajes, la visualización de textos, el 
sistema Braille, la comunicación táctil, los macrotipos, los dispositivos 
multimedia de fácil acceso, así como el lenguaje escrito, los sistemas 
auditivos, el lenguaje sencillo, los medios de voz digitalizada y otros 
modos, medios y formatos aumentativos o alternativos de comunica-
ción, incluida la tecnología de la información y las comunicaciones de 
fácil acceso.
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Por lenguaje se entenderá tanto el lenguaje oral como la lengua de se-
ñas y otras formas de comunicación no verbal;

Por discriminación por motivos de discapacidad se entenderá cual-
quier distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad 
que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el re-
conocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los 
derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos político, 
económico, social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas 
de discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables;

Por ajustes razonables se entenderán las modificaciones y adaptacio-
nes necesarias y adecuadas que no impongan una carga despropor-
cionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para 
garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igual-
dad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y 
libertades fundamentales;

Por diseño universal se entenderá el diseño de productos, entornos, 
programas y servicios que puedan utilizar todas las personas, en la ma-
yor medida posible, sin necesidad de adaptación ni diseño especializa-
do. El “diseño universal” no excluirá las ayudas técnicas para grupos 
particulares de personas con discapacidad, cuando se necesiten.

Artículo 3
Principios generales

Los principios de la presente Convención serán:
a) El respeto de la dignidad inherente, la autonomía individual, inclui-

da la libertad de tomar las propias decisiones, y la independencia 
de las personas;

b) La no discriminación;
c) La participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad;
d) El respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con disca-

pacidad como parte de la diversidad y la condición humanas;
e) La igualdad de oportunidades;
f) La accesibilidad;
g) La igualdad entre el hombre y la mujer;
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h) El respeto a la evolución de las facultades de los niños y las niñas
con discapacidad y de su derecho a preservar su identidad.

Artículo 4
Obligaciones generales

1. Los Estados Partes se comprometen a asegurar y promover el pleno 
ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamen-
tales de las personas con discapacidad sin discriminación alguna 
por motivos de discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se com-
prometen a:

a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra 
índole que sean pertinentes para hacer efectivos los derechos re-
conocidos en la presente Convención;

b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legisla-
tivas, para modificar o derogar leyes, reglamentos, costumbres 
y prácticas existentes que constituyan discriminación contra las 
personas con discapacidad;

c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los programas, la 
protección y promoción de los derechos humanos de las perso-
nas con discapacidad;

d) Abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles con la 
presente Convención y velar por que las autoridades e institucio-
nes públicas actúen conforme a lo dispuesto en ella;

e) Tomar todas las medidas pertinentes para que ninguna persona, 
organización o empresa privada discrimine por motivos de dis-
capacidad;

f) Emprender o promover la investigación y el desarrollo de bienes, 
servicios, equipo e instalaciones de diseño universal, con arre-
glo a la definición del artículo 2 de la presente Convención, que 
requieran la menor adaptación posible y el menor costo para sa-
tisfacer las necesidades específicas de las personas con discapa-
cidad, promover su disponibilidad y uso, y promover el diseño 
universal en la elaboración de normas y directrices;

g) Emprender o promover la investigación y el desarrollo, y pro-
mover la disponibilidad y el uso de nuevas tecnologías, incluidas 
las tecnologías de la información y las comunicaciones, ayudas 
para la movilidad, dispositivos técnicos y tecnologías de apoyo 



53Anexos

adecuadas para las personas con discapacidad, dando prioridad 
a las de precio asequible;

h) Proporcionar información que sea accesible para las personas con 
discapacidad sobre ayudas a la movilidad, dispositivos técnicos 
y tecnologías de apoyo, incluidas nuevas tecnologías, así como 
otras formas de asistencia y servicios e instalaciones de apoyo;

i) Promover la formación de los profesionales y el personal que tra-
bajan con personas con discapacidad respecto de los derechos 
reconocidos en la presente Convención, a fin de prestar mejor la 
asistencia y los servicios garantizados por esos derechos.

2. Con respecto a los derechos económicos, sociales y culturales, los 
Estados Partes se comprometen a adoptar medidas hasta el máximo 
de sus recursos disponibles y, cuando sea necesario, en el marco de 
la cooperación internacional, para lograr, de manera progresiva, el 
pleno ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de las obligaciones 
previstas en la presente Convención que sean aplicables de inme-
diato en virtud del derecho internacional.

3. En la elaboración y aplicación de legislación y políticas para hacer 
efectiva la presente Convención, y en otros procesos de adopción de 
decisiones sobre cuestiones relacionadas con las personas con disca-
pacidad, los Estados Partes celebrarán consultas estrechas y colabo-
rarán activamente con las personas con discapacidad, incluidos los 
niños y las niñas con discapacidad, a través de las organizaciones 
que las representan.

4. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a las dispo-
siciones que puedan facilitar, en mayor medida, el ejercicio de los 
derechos de las personas con discapacidad y que puedan figurar en 
la legislación de un Estado Parte o en el derecho internacional en 
vigor en dicho Estado. No se restringirán ni derogarán ninguno de 
los derechos humanos y las libertades fundamentales reconocidos o 
existentes en los Estados Partes en la presente Convención de con-
formidad con la ley, las convenciones y los convenios, los reglamen-
tos o la costumbre con el pretexto de que en la presente Convención 
no se reconocen esos derechos o libertades o se reconocen en menor 
medida.
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5. Las disposiciones de la presente Convención se aplicarán a todas las
partes de los Estados federales sin limitaciones ni excepciones.

Artículo 5
Igualdad y no discriminación

1. Los Estados Partes reconocen que todas las personas son iguales ante 
la ley y en virtud de ella y que tienen derecho a igual protección 
legal y a beneficiarse de la ley en igual medida sin discriminación 
alguna.

2. Los Estados Partes prohibirán toda discriminación por motivos de 
discapacidad y garantizarán a todas las personas con discapacidad 
protección legal igual y efectiva contra la discriminación por cual-
quier motivo.

3. A fin de promover la igualdad y eliminar la discriminación, los Esta-
dos Partes adoptarán todas las medidas pertinentes para asegurar la 
realización de ajustes razonables.

4. No se considerarán discriminatorias, en virtud de la presente Con-
vención, las medidas específicas que sean necesarias para acelerar o 
lograr la igualdad de hecho de las personas con discapacidad.

Artículo 6
Mujeres con discapacidad

1. Los Estados Partes reconocen que las mujeres y niñas con discapa-
cidad están sujetas a múltiples formas de discriminación y, a ese 
respecto, adoptarán medidas para asegurar que puedan disfrutar 
plenamente y en igualdad de condiciones de todos los derechos hu-
manos y libertades fundamentales.

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes para ase-
gurar el pleno desarrollo, adelanto y potenciación de la mujer, con 
el propósito de garantizarle el ejercicio y goce de los derechos hu-
manos y las libertades fundamentales establecidos en la presente 
Convención.
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Artículo 7
Niños y niñas con discapacidad

1. Los Estados Partes tomarán todas las medidas necesarias para ase-
gurar que todos los niños y las niñas con discapacidad gocen plena-
mente de todos los derechos humanos y libertades fundamentales 
en igualdad de condiciones con los demás niños y niñas.

2. En todas las actividades relacionadas con los niños y las niñas con 
discapacidad, una consideración primordial será la protección del 
interés superior del niño.

3. Los Estados Partes garantizarán que los niños y las niñas con dis-
capacidad tengan derecho a expresar su opinión libremente sobre 
todas las cuestiones que les afecten, opinión que recibirá la debida 
consideración teniendo en cuenta su edad y madurez, en igualdad 
de condiciones con los demás niños y niñas, y a recibir asistencia 
apropiada con arreglo a su discapacidad y edad para poder ejercer 
ese derecho.

Artículo 8
Toma de conciencia

1. Los Estados Partes se comprometen a adoptar medidas inmediatas, 
efectivas y pertinentes para:

a) Sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar, para que tome-
mayor conciencia respecto de las personas con discapacidad y fo-
mentar el respeto de los derechos y la dignidad de estas personas;

b) Luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las prácticas noci-
vas respecto de las personas con discapacidad, incluidos los que 
se basan en el género o la edad, en todos los ámbitos de la vida;

c) Promover la toma de conciencia respecto de las capacidades y 
aportaciones de las personas con discapacidad.

2. Las medidas a este fin incluyen:

a) Poner en marcha y mantener campañas efectivas de sensibiliza-
ciónpública destinadas a:
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● Fomentar actitudes receptivas respecto de los derechos de las 
personas con discapacidad;

● Promover percepciones positivas y una mayor conciencia so-
cial respecto de las personas con discapacidad;

● Promover el reconocimiento de las capacidades, los méritos 
y las habilidades de las personas con discapacidad y de sus 
aportaciones en relación con el lugar de trabajo y el mercado 
laboral;

b) Fomentar en todos los niveles del sistema educativo, incluso en-
tre todos los niños y las niñas desde una edad temprana, una 
actitud de respeto de los derechos de las personas con discapa-
cidad;

c) Alentar a todos los órganos de los medios de comunicación a que 
difundan una imagen de las personas con discapacidad que sea 
compatible con el propósito de la presente Convención;

d) Promover programas de formación sobre sensibilización que 
tengan en cuenta a las personas con discapacidad y los derechos 
de estas personas.

Artículo 9
Accesibilidad

1. A fin de que las personas con discapacidad puedan vivir en forma 
independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la 
vida, los Estados Partes adoptarán medidas pertinentes para ase-
gurar el acceso de las personas con discapacidad, en igualdad de 
condiciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la infor-
mación y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnolo-
gías de la información y las comunicaciones, y a otros servicios e 
instalaciones abiertos al público o de uso público, tanto en zonas 
urbanas como rurales. Estas medidas, que incluirán la identificación 
y eliminación de obstáculos y barreras de acceso, se aplicarán, entre 
otras cosas, a:

a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras instalaciones 
exteriores e interiores como escuelas, viviendas, instalaciones 
médicas y lugares de trabajo;

b) Los servicios de información, comunicaciones y de otro tipo, in-
cluidos los servicios electrónicos y de emergencia.
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2. Los Estados Partes también adoptarán las medidas pertinentes para:

a) Desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de normas mí-
nimas y directrices sobre la accesibilidad de las instalaciones y los 
servicios abiertos al público o de uso público;

b) Asegurar que las entidades privadas que proporcionan instala-
ciones y servicios abiertos al público o de uso público tengan en 
cuenta todos los aspectos de su accesibilidad para las personas 
con discapacidad;

c) Ofrecer formación a todas las personas involucradas en los pro-
blemas de accesibilidad a que se enfrentan las personas con dis-
capacidad;

d) Dotar a los edificios y otras instalaciones abiertas al público de se-
ñalización en Braille y en formatos de fácil lectura y comprensión;

e) Ofrecer formas de asistencia humana o animal e intermediarios, 
incluidos guías, lectores e intérpretes profesionales de la lengua 
de señas, para facilitar el acceso a edificios y otras instalaciones 
abiertas al público;

f) Promover otras formas adecuadas de asistencia y apoyo a las per-
sonas con discapacidad para asegurar su acceso a la información;

g) Promover el acceso de las personas con discapacidad a los nuevos 
sistemas y tecnologías de la información y las comunicaciones, in-
cluida Internet;

h) Promover el diseño, el desarrollo, la producción y la distribución 
de sistemas y tecnologías de la información y las comunicaciones 
accesibles en una etapa temprana, a fin de que estos sistemas y 
tecnologías sean accesibles al menor costo.

Artículo 10
Derecho a la vida

Los Estados Partes reafirman el derecho inherente a la vida de todos los
seres humanos y adoptarán todas las medidas necesarias para garanti-
zar el goce efectivo de ese derecho por las personas con discapacidad 
en igualdad de condiciones con las demás.
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Artículo 11
Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias

Los Estados Partes adoptarán, en virtud de las responsabilidades que 
les corresponden con arreglo al derecho internacional, y en concreto 
el derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los 
derechos humanos, todas las medidas necesarias para garantizar la se-
guridad y la protección de las personas con discapacidad en situacio-
nes de riesgo, incluidas situaciones de conflicto armado, emergencias 
humanitarias y desastres naturales.

Artículo 12
Igual reconocimiento como persona ante la ley

1. Los Estados Partes reafirman que las personas con discapacidad tie-
nen derecho en todas partes al reconocimiento de su personalidad 
jurídica.

2. Los Estados Partes reconocerán que las personas con discapacidad 
tienen capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás 
en todos los aspectos de la vida.

3. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para propor-
cionar acceso a las personas con discapacidad al apoyo que puedan 
necesitar en el ejercicio de su capacidad jurídica.

4. Los Estados Partes asegurarán que en todas las medidas relativas 
al ejercicio de la capacidad jurídica se proporcionen salvaguardias 
adecuadas y efectivas para impedir los abusos de conformidad con 
el derecho internacional en materia de derechos humanos. Esas sal-
vaguardias asegurarán que las medidas relativas al ejercicio de la 
capacidad jurídica respeten los derechos, la voluntad y las preferen-
cias de la persona, que no haya conflicto de intereses ni influencia in-
debida, que sean proporcionales y adaptadas a las circunstancias de 
la persona, que se apliquen en el plazo más corto posible y que estén 
sujetas a exámenes periódicos por parte de una autoridad o un ór-
gano judicial competente, independiente e imparcial. Las salvaguar-
dias serán proporcionales al grado en que dichas medidas afecten a 
los derechos e intereses de las personas.
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5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, los Estados Par-
tes tomarán todas las medidas que sean pertinentes y efectivas para 
garantizar el derecho de las personas con discapacidad, en igualdad 
de condiciones con las demás, a ser propietarias y heredar bienes, 
controlar sus propios asuntos económicos y tener acceso en igualdad 
de condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y otras modalida-
des de crédito financiero, y velarán por que las personas con discapa-
cidad no sean privadas de sus bienes de manera arbitraria.

Artículo 13
Acceso a la justicia

1. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad 
tengan acceso a la justicia en igualdad de condiciones con las demás, 
incluso mediante ajustes de procedimiento y adecuados a la edad, 
para facilitar el desempeño de las funciones efectivas de esas perso-
nas como participantes directos e indirectos, incluida la declaración 
como testigos, en todos los procedimientos judiciales, con inclusión 
de la etapa de investigación y otras etapas preliminares.

2.  A fin de asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso 
efectivo a la justicia, los Estados Partes promoverán la capacitación 
adecuada de los que trabajan en la administración de justicia, inclui-
do el personal policial y penitenciario.

Artículo 14
Libertad y seguridad de la persona

1. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad, 
en igualdad de condiciones con las demás:

a) Disfruten del derecho a la libertad y seguridad de la persona;
b) No se vean privadas de su libertad ilegal o arbitrariamente y que 

cualquier privación de libertad sea de conformidad con la ley, 
y que la existencia de una discapacidad no justifique en ningún 
caso una privación de la libertad.

2. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad 
que se vean privadas de su libertad en razón de un proceso tengan, 
en igualdad de condiciones con las demás, derecho a garantías de 
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conformidad con el derecho internacional de los derechos humanos 
y a ser tratadas de conformidad con los objetivos y principios de la 
presente Convención, incluida la realización de ajustes razonables.

Artículo 15
Protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes

1. Ninguna persona será sometida a tortura u otros tratos o penas crue-
les, inhumanos o degradantes. En particular, nadie será sometido a 
experimentos médicos o científicos sin su libre consentimiento.

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carácter legislativo, 
administrativo, judicial o de otra índole que sean efectivas para evi-
tar que las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones 
con las demás, sean sometidas a torturas u otros tratos o penas crue-
les, inhumanos o degradantes.

Artículo 16
Protección contra la explotación, la violencia y el abuso

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas de carácter legis-
lativo, administrativo, social, educativo y de otra índole que sean 
pertinentes para proteger a las personas con discapacidad, tanto en 
el seno del hogar como fuera de él, contra todas las formas de explo-
tación, violencia y abuso, incluidos los aspectos relacionados con el 
género.

2. Los Estados Partes también adoptarán todas las medidas pertinen-
tes para impedir cualquier forma de explotación, violencia y abu-
so, asegurando, entre otras cosas, que existan formas adecuadas de 
asistencia y apoyo que tengan en cuenta el género y la edad para las 
personas con discapacidad y sus familiares y cuidadores, incluso 
proporcionando información y educación sobre la manera de preve-
nir, reconocer y denunciar los casos de explotación, violencia y abu-
so. Los Estados Partes asegurarán que los servicios de protección 
tengan en cuenta la edad, el género y la discapacidad.

3. A fin de impedir que se produzcan casos de explotación, violencia y 
abuso, los Estados Partes asegurarán que todos los servicios y pro-
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gramas diseñados para servir a las personas con discapacidad sean 
supervisados efectivamente por autoridades independientes.

4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes para 
promover la recuperación física, cognitiva y psicológica, la rehabi-
litación y la reintegración social de las personas con discapacidad 
que sean víctimas de cualquier forma de explotación, violencia o 
abuso, incluso mediante la prestación de servicios de protección. 
Dicha recuperación e integración tendrán lugar en un entorno que 
sea favorable para la salud, el bienestar, la autoestima, la dignidad 
y la autonomía de la persona y que tenga en cuenta las necesidades 
específicas del género y la edad.

5. Los Estados Partes adoptarán legislación y políticas efectivas, inclui-
das legislación y políticas centradas en la mujer y en la infancia, 
para asegurar que los casos de explotación, violencia y abuso contra 
personas con discapacidad sean detectados, investigados y, en su 
caso, juzgados.

Artículo 17
Protección de la integridad personal

Toda persona con discapacidad tiene derecho a que se respete su inte-
gridad física y mental en igualdad de condiciones con las demás.

Artículo 18
Libertad de desplazamiento y nacionalidad

1. Los Estados Partes reconocerán el derecho de las personas con disca-
pacidad a la libertad de desplazamiento, a la libertad para elegir su 
residencia y a una nacionalidad, en igualdad de condiciones con las 
demás, incluso asegurando que las personas con discapacidad:

a) Tengan derecho a adquirir y cambiar una nacionalidad y a no 
ser privadas de la suya de manera arbitraria o por motivos de 
discapacidad;

b) No sean privadas, por motivos de discapacidad, de su capaci-
dad para obtener, poseer y utilizar documentación relativa a 
su nacionalidad u otra documentación de identificación, o para 
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utilizar procedimientos pertinentes, como el procedimiento de 
inmigración, que puedan ser necesarios para facilitar el ejercicio 
del derecho a la libertad de desplazamiento;

c) Tengan libertad para salir de cualquier país, incluido el propio;
d) No se vean privadas, arbitrariamente o por motivos de discapa-

cidad, del derecho a entrar en su propio país.

2. Los niños y las niñas con discapacidad serán inscritos inmediat men-
te después de su nacimiento y tendrán desde el nacimiento derecho 
a un nombre, a adquirir una nacionalidad y, en la medida de lo po-
sible, a conocer a sus padres y ser atendidos por ellos.

Artículo 19
Derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comu-
nidad

Los Estados Partes en la presente Convención reconocen el derecho en
igualdad de condiciones de todas las personas con discapacidad a vivir 
en la comunidad, con opciones iguales a las de las demás, y adoptarán 
medidas efectivas y pertinentes para facilitar el pleno goce de este de-
recho por las personas con discapacidad y su plena inclusión y partici-
pación en la comunidad, asegurando en especial que:

a) Las personas con discapacidad tengan la oportunidad de elegir su 
lugar de residencia y dónde y con quién vivir, en igualdad de con-
diciones con las demás, y no se vean obligadas a vivir con arreglo a 
un sistema de vida específico;

b) Las personas con discapacidad tengan acceso a una variedad de 
servicios de asistencia domiciliaria, residencial y otros servicios de 
apoyo de la comunidad, incluida la asistencia personal que sea ne-
cesaria para facilitar su existencia y su inclusión en la comunidad y 
para evitar su aislamiento o separación de ésta;

c) Las instalaciones y los servicios comunitarios para la población en 
general estén a disposición, en igualdad de condiciones, de las per-
sonas con discapacidad y tengan en cuenta sus necesidades.
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Artículo 20
Movilidad personal

Los Estados Partes adoptarán medidas efectivas para asegurar que las
personas con discapacidad gocen de movilidad personal con la mayor
independencia posible, entre ellas:

a) Facilitar la movilidad personal de las personas con discapacidad 
en la forma y en el momento que deseen a un costo asequible;

b) Facilitar el acceso de las personas con discapacidad a formas de 
asistencia humana o animal e intermediarios, tecnologías de 
apoyo, dispositivos técnicos y ayudas para la movilidad de cali-
dad, incluso poniéndolos a su disposición a un costo asequible;

c) Ofrecer a las personas con discapacidad y al personal especiali-
zado que trabaje con estas personas capacitación en habilidades 
relacionadas con la movilidad;

d) Alentar a las entidades que fabrican ayudas para la movilidad, 
dispositivos y tecnologías de apoyo a que tengan en cuenta todos 
los aspectos de la movilidad de las personas con discapacidad.

Artículo 21
Libertad de expresión y de opinión y acceso a la información

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas pertinentes para que 
las personas con discapacidad puedan ejercer el derecho a la libertad 
de expresión y opinión, incluida la libertad de recabar, recibir y faci-
litar información e ideas en igualdad de condiciones con las demás y 
mediante cualquier forma de comunicación que elijan con arreglo a la 
definición del artículo 2 de la presente Convención, entre ellas:

a) Facilitar a las personas con discapacidad información dirigida al 
público en general, de manera oportuna y sin costo adicional, en 
formatos accesibles y con las tecnologías adecuadas a los diferen-
tes tipos de discapacidad;

b) Aceptar y facilitar la utilización de la lengua de señas, el Braille, 
los modos, medios, y formatos aumentativos y alternativos de 
comunicación y todos los demás modos, medios y formatos de 
comunicación accesibles que elijan las personas con discapaci-
dad en sus relaciones oficiales;
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c) Alentar a las entidades privadas que presten servicios al público 
en general, incluso mediante Internet, a que proporcionen infor-
mación y servicios en formatos que las personas con discapaci-
dad puedan utilizar y a los que tengan acceso;

d) Alentar a los medios de comunicación, incluidos los que sumi-
nistran información a través de Internet, a que hagan que sus 
servicios sean accesibles para las personas con discapacidad;

e) Reconocer y promover la utilización de lenguas de señas.

Artículo 22
Respeto de la privacidad

1. Ninguna persona con discapacidad, independientemente de cuál 
sea su lugar de residencia o su modalidad de convivencia, será ob-
jeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, familia, 
hogar, correspondencia o cualquier otro tipo de comunicación, o de 
agresiones ilícitas contra su honor y su reputación. Las personas con 
discapacidad tendrán derecho a ser protegidas por la ley frente a 
dichas injerencias o agresiones.

2. Los Estados Partes protegerán la privacidad de la información per-
sonal y relativa a la salud y a la rehabilitación de las personas con 
discapacidad en igualdad de condiciones con las demás.

Artículo 23
Respeto del hogar y de la familia

1. Los Estados Partes tomarán medidas efectivas y pertinentes para 
poner fin a la discriminación contra las personas con discapacidad 
en todas las cuestiones relacionadas con el matrimonio, la familia, 
la paternidad y las relaciones personales, y lograr que las personas 
con discapacidad estén en igualdad de condiciones con las demás, a 
fin de asegurar que:

a) Se reconozca el derecho de todas las personas con discapacidad 
en edad de contraer matrimonio, a casarse y fundar una familia 
sobre la base del consentimiento libre y pleno de los futuros cón-
yuges; -18-

b) Se respete el derecho de las personas con discapacidad a decidir 
libremente y de manera responsable el número de hijos que quie-
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ren tener y el tiempo que debe transcurrir entre un nacimiento y 
otro, y a tener acceso a información, educación sobre reproduc-
ción y planificación familiar apropiados para su edad, y se ofrez-
can los medios necesarios que les permitan ejercer esos derechos;

c) Las personas con discapacidad, incluidos los niños y las niñas, 
mantengan su fertilidad, en igualdad de condiciones con las de-
más.

2. Los Estados Partes garantizarán los derechos y obligaciones de las 
personas con discapacidad en lo que respecta a la custodia, la tutela, 
la guarda, la adopción de niños o instituciones similares, cuando 
esos conceptos se recojan en la legislación nacional; en todos los ca-
sos se velará al máximo por el interés superior del niño. Los Estados 
Partes prestarán la asistencia apropiada a las personas con discapa-
cidad para el desempeño de sus responsabilidades en la crianza de 
los hijos.

3. Los Estados Partes asegurarán que los niños y las niñas con discap 
cidad tengan los mismos derechos con respecto a la vida en familia. 
Para hacer efectivos estos derechos, y a fin de prevenir la ocultación, 
el abandono, la negligencia y la segregación de los niños y las niñas 
con discapacidad, los Estados Partes velarán por que se proporcione 
con anticipación información, servicios y apoyo generales a los me-
nores con discapacidad y a sus familias.

4. Los Estados Partes asegurarán que los niños y las niñas no sean se-
parados de sus padres contra su voluntad, salvo cuando las autori-
dades competentes, con sujeción a un examen judicial, determinen, 
de conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, que esa 
separación es necesaria en el interés superior del niño. En ningún 
caso se separará a un menor de sus padres en razón de una discapa-
cidad del menor, de ambos padres o de uno de ellos.

5. Los Estados Partes harán todo lo posible, cuando la familia inmedia-
ta no pueda cuidar de un niño con discapacidad, por proporcionar 
atención alternativa dentro de la familia extensa y, de no ser esto 
posible, dentro de la comunidad en un entorno familiar.
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Artículo 24
Educación

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con dis-
capacidad a la educación. Con miras a hacer efectivo este derecho 
sin discriminación y sobre la base de la igualdad de oportunidades, 
los Estados Partes asegurarán un sistema de educación inclusivo a 
todos los niveles así como la enseñanza a lo largo de la vida, con 
miras a:

a) Desarrollar plenamente el potencial humano y el sentido de la 
dignidad y la autoestima y reforzar el respeto por los derechos 
humanos, las libertades fundamentales y la diversidad humana;

b) Desarrollar al máximo la personalidad, los talentos y la creati-
vidad de las personas con discapacidad, así como sus aptitudes 
mentales y físicas;

c) Hacer posible que las personas con discapacidad participen de 
manera efectiva en una sociedad libre.

2. Al hacer efectivo este derecho, los Estados Partes asegurarán que:

a) Las personas con discapacidad no queden excluidas del siste-
ma general de educación por motivos de discapacidad, y que los 
niños y las niñas con discapacidad no queden excluidos de la 
enseñanza primaria gratuita y obligatoria ni de la enseñanza se-
cundaria por motivos de discapacidad;

b) Las personas con discapacidad puedan acceder a una educación 
primaria y secundaria inclusiva, de calidad y gratuita, en igual-
dad de condiciones con las demás, en la comunidad en que vi-
van;

c) Se hagan ajustes razonables en función de las necesidades indi-
viduales;

d) Se preste el apoyo necesario a las personas con discapacidad, 
en el marco del sistema general de educación, para facilitar su 
formación efectiva;

e) Se faciliten medidas de apoyo personalizadas y efectivas en en-
tornos que fomenten al máximo el desarrollo académico y social, 
de conformidad con el objetivo de la plena inclusión.
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3. Los Estados Partes brindarán a las personas con discapacidad la po-
sibilidad de aprender habilidades para la vida y desarrollo social, a 
fin de propiciar su participación plena y en igualdad de condiciones 
en la educación y como miembros de la comunidad. A este fin, los 
Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes, entre ellas:

a) Facilitar el aprendizaje del Braille, la escritura alternativa, otros 
modos, medios y formatos de comunicación aumentativos o al-
ternativos y habilidades de orientación y de movilidad, así como 
la tutoría y el apoyo entre pares;

b) Facilitar el aprendizaje de la lengua de señas y la promoción de la 
identidad lingüística de las personas sordas;

c) Asegurar que la educación de las personas, y en particular los 
niños y las niñas ciegos, sordos o sordociegos se imparta en los 
lenguajes y los modos y medios de comunicación más apropia-
dos para cada persona y en entornos que permitan alcanzar su 
máximo desarrollo académico y social.

4. A fin de contribuir a hacer efectivo este derecho, los Estados Partes 
adoptarán las medidas pertinentes para emplear a maestros, inclui-
dos maestros con discapacidad, que estén cualificados en lengua de 
señas o Braille y para formar a profesionales y personal que trabajen 
en todos los niveles educativos. Esa formación incluirá la toma de 
conciencia sobre la discapacidad y el uso de modos, medios y for-
matos de comunicación aumentativos y alternativos apropiados, y 
de técnicas y materiales educativos para apoyar a las personas con 
discapacidad.

5. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad 
tengan acceso general a la educación superior, la formación profe-
sional, la educación para adultos y el aprendizaje durante toda la 
vida sin discriminación y en igualdad de condiciones con las demás. 
A tal fin, los Estados Partes asegurarán que se realicen ajustes razo-
nables para las personas con discapacidad.
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Artículo 25
Salud

Los Estados Partes reconocen que las personas con discapacidad tienen
derecho a gozar del más alto nivel posible de salud sin discriminación 
por motivos de discapacidad. Los Estados Partes adoptarán las medi-
das pertinentes para asegurar el acceso de las personas con discapaci-
dad a servicios de salud que tengan en cuenta las cuestiones de género, 
incluida la rehabilitación relacionada con la salud. En particular, los 
Estados Partes:

a) Proporcionarán a las personas con discapacidad programas y aten-
ción de la salud gratuitos o a precios asequibles de la misma varie-
dad y calidad que a las demás personas, incluso en el ámbito de la 
salud sexual y reproductiva, y programas de salud pública dirigidos 
a la población;

b) Proporcionarán los servicios de salud que necesiten las personas 
con discapacidad específicamente como consecuencia de su disca-
pacidad, incluidas la pronta detección e intervención, cuando pro-
ceda, y servicios destinados a prevenir y reducir al máximo la apari-
ción de nuevas discapacidades, incluidos los niños y las niñas y las 
personas mayores;

c) Proporcionarán esos servicios lo más cerca posible de las comunida-
des de las personas con discapacidad, incluso en las zonas rurales;

d) Exigirán a los profesionales de la salud que presten a las personas 
con discapacidad atención de la misma calidad que a las demás per-
sonas sobre la base de un consentimiento libre e informado, entre 
otras formas mediante la sensibilización respecto de los derechos 
humanos, la dignidad, la autonomía y las necesidades de las perso-
nas con discapacidad a través de la capacitación y la promulgación 
de normas éticas para la atención de la salud en los ámbitos público 
y privado;

e) Prohibirán la discriminación contra las personas con discapacidad 
en la prestación de seguros de salud y de vida cuando estos estén 
permitidos en la legislación nacional, y velarán por que esos seguros 
se presten de manera justa y razonable;

f) Impedirán que se nieguen, de manera discriminatoria, servicios de 
salud o de atención de la salud o alimentos sólidos o líquidos por 
motivos de discapacidad.
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Artículo 26
Habilitación y rehabilitación

1. Los Estados Partes adoptarán medidas efectivas y pertinentes, in-
cluso mediante el apoyo de personas que se hallen en las mismas 
circunstancias, para que las personas con discapacidad puedan lo-
grar y mantener la máxima independencia, capacidad física, mental, 
social y vocacional, y la inclusión y participación plena en todos los 
aspectos de la vida. A tal fin, los Estados Partes organizarán, intensi-
ficarán y ampliarán servicios y programas generales de habilitación 
y rehabilitación, en particular en los ámbitos de la salud, el empleo, 
la educación y los servicios sociales, de forma que esos servicios y 
programas:

a) Comiencen en la etapa más temprana posible y se basen en una 
evaluación multidisciplinar de las necesidades y capacidades de 
la persona;

b) Apoyen la participación e inclusión en la comunidad y en todos 
los aspectos de la sociedad, sean voluntarios y estén a disposi-
ción de las personas con discapacidad lo más cerca posible de su 
propia comunidad, incluso en las zonas rurales.

2. Los Estados Partes promoverán el desarrollo de formación inicial 
y continua para los profesionales y el personal que trabajen en los 
servicios de habilitación y rehabilitación.

3. Los Estados Partes promoverán la disponibilidad, el conocimiento y 
el uso de tecnologías de apoyo y dispositivos destinados a las per-
sonas con discapacidad, a efectos de habilitación y rehabilitación.

Artículo 27
Trabajo y empleo

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con dis-
capacidad a trabajar, en igualdad de condiciones con las demás; 
ello incluye el derecho a tener la oportunidad de ganarse la vida 
mediante un trabajo libremente elegido o aceptado en un mercado 
y un entorno laborales que sean abiertos, inclusivos y accesibles a 
las personas con discapacidad. Los Estados Partes salvaguardarán 
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y promoverán el ejercicio del derecho al trabajo, incluso para las 
personas que adquieran una discapacidad durante el empleo, adop-
tando medidas pertinentes, incluida la promulgación de legislación, 
entre ellas:

a) Prohibir la discriminación por motivos de discapacidad con res-
pecto a todas las cuestiones relativas a cualquier forma de em-
pleo, incluidas las condiciones de selección, contratación y em-
pleo, la continuidad en el empleo, la promoción profesional y 
unas condiciones de trabajo seguras y saludables;

b) Proteger los derechos de las personas con discapacidad, en igual-
dad de condiciones con las demás, a condiciones de trabajo jus-
tas y favorables, y en particular a igualdad de oportunidades y 
de remuneración por trabajo de igual valor, a condiciones de tr 
bajo seguras y saludables, incluida la protección contra el acoso, 
y a la reparación por agravios sufridos;

c) Asegurar que las personas con discapacidad puedan ejercer sus 
derechos laborales y sindicales, en igualdad de condiciones con 
las demás;

d) Permitir que las personas con discapacidad tengan acceso efec-
tivo a programas generales de orientación técnica y vocacional, 
servicios de colocación y formación profesional y continua;

e) Alentar las oportunidades de empleo y la promoción profesional 
de las personas con discapacidad en el mercado laboral, y apo-
yarlas para la búsqueda, obtención, mantenimiento del empleo y 
retorno al mismo;

f) Promover oportunidades empresariales, de empleo por cuenta 
propia, de constitución de cooperativas y de inicio de empresas 
propias;

g) Emplear a personas con discapacidad en el sector público;
h) Promover el empleo de personas con discapacidad en el sector 

privado mediante políticas y medidas pertinentes, que pueden 
incluir programas de acción afirmativa, incentivos y otras me-
didas;

i) Velar por que se realicen ajustes razonables para las personas con 
discapacidad en el lugar de trabajo;

j) Promover la adquisición por las personas con discapacidad de 
experiencia laboral en el mercado de trabajo abierto;
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k) Promover programas de rehabilitación vocacional y profesional, 
mantenimiento del empleo y reincorporación al trabajo dirigidos 
a personas con discapacidad.

2. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad no 
sean sometidas a esclavitud ni servidumbre y que estén protegidas, 
en igualdad de condiciones con las demás, contra el trabajo forzoso 
u obligatorio.

Artículo 28
Nivel de vida adecuado y protección social

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con dis-
capacidad a un nivel de vida adecuado para ellas y sus familias, 
lo cual incluye alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a la 
mejora continua de sus condiciones de vida, y adoptarán las medi-
das pertinentes para salvaguardar y promover el ejercicio de este 
derecho sin discriminación por motivos de discapacidad.

2. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con dis-
capacidad a la protección social y a gozar de ese derecho sin dis-
criminación por motivos de discapacidad, y adoptarán las medidas 
pertinentes para proteger y promover el ejercicio de ese derecho, 
entre ellas:

a) Asegurar el acceso en condiciones de igualdad de las personas 
con discapacidad a servicios de agua potable y su acceso a servi-
cios, dispositivos y asistencia de otra índole adecuados a precios 
asequibles para atender las necesidades relacionadas con su dis-
capacidad;

b) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en particu-
lar las mujeres y niñas y las personas mayores con discapacidad, 
a programas de protección social y estrategias de reducción de 
la pobreza;

c) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad y de sus 
familias que vivan en situaciones de pobreza a asistencia del 
Estado para sufragar gastos relacionados con su discapacidad, 
incluidos capacitación, asesoramiento, asistencia financiera y 
servicios de cuidados temporales adecuados;
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d) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad a progra-
mas de vivienda pública;

e) Asegurar el acceso en igualdad de condiciones de las personas 
con discapacidad a programas y beneficios de jubilación.

Artículo 29
Participación en la vida política y pública

Los Estados Partes garantizarán a las personas con discapacidad los 
derechos políticos y la posibilidad de gozar de ellos en igualdad de 
condiciones con las demás y se comprometerán a:

a) Asegurar que las personas con discapacidad puedan participar 
plena y efectivamente en la vida política y pública en igualdad 
de condiciones con las demás, directamente o a través de repre-
sentantes libremente elegidos, incluidos el derecho y la posibili-
dad de las personas con discapacidad a votar y serelegidas, entre 
otras formas mediante:

● La garantía de que los procedimientos, instalaciones y mate-
riales electorales sean adecuados, accesibles y fáciles de en-
tender y utilizar;

● La protección del derecho de las personas con discapacidad a 
emitir su voto en secreto en elecciones y referéndum públicos 
sin intimidación, y a presentarse efectivamente como candi-
datas en las elecciones, ejercer cargos y desempeñar cualquier 
función pública a todos los niveles de gobierno, facilitando 
el uso de nuevas tecnologías y tecnologías de apoyo cuando 
proceda;

● La garantía de la libre expresión de la voluntad de las perso-
nas con discapacidad como electores y a este fin, cuando sea 
necesario y a petición de ellas, permitir que una persona de su 
elección les preste asistencia para votar;

b) Promover activamente un entorno en el que las personas con dis-
capacidad puedan participar plena y efectivamente en la dirección 
de los asuntos públicos, sin discriminación y en igualdad de con-
diciones con las demás, y fomentar su participación en los asuntos 
públicos y, entre otras cosas:
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● Su participación en organizaciones y asociaciones no guberna-
mentales relacionadas con la vida pública y política del país, 
incluidas las actividades y la administración de los partidos 
políticos;

● La constitución de organizaciones de personas con discapa-
cidad que representen a estas personas a nivel internacional, 
nacional, regional y local, y su incorporación a dichas orga-
nizaciones.

Artículo 30
Participación en la vida cultural, las actividades recreativas,
el esparcimiento y el deporte

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con dis-
capacidad a participar, en igualdad de condiciones con las demás, 
en la vida cultural y adoptarán todas las medidas pertinentes para 
asegurar que las personas con discapacidad:

a) Tengan acceso a material cultural en formatos accesibles;
b) Tengan acceso a programas de televisión, películas, teatro y otras 

actividades culturales en formatos accesibles;
c) Tengan acceso a lugares en donde se ofrezcan representaciones o 

servicios culturales, tales como teatros, museos, cines, bibliotecas 
y servicios turísticos y, en la medida de lo posible, tengan acceso 
a monumentos y lugares de importancia cultural nacional.

2. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para que las 
personas con discapacidad puedan desarrollar y utilizar su poten-
cial creativo, artístico e intelectual, no sólo en su propio beneficio 
sino también para el enriquecimiento de la sociedad.

3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes, de con-
formidad con el derecho internacional, a fin de asegurar que las le-
yes de protección de los derechos de propiedad intelectual no cons-
tituyan una barrera excesiva o discriminatoria para el acceso de las 
personas con discapacidad a materiales culturales.

4. Las personas con discapacidad tendrán derecho, en igualdad de 
condiciones con las demás, al reconocimiento y el apoyo de su iden-
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tidad cultural y lingüística específica, incluidas la lengua de señas y 
la cultura de los sordos.

5. A fin de que las personas con discapacidad puedan participar en 
igualdad de condiciones con las demás en actividades recreativas, 
de esparcimiento y deportivas, los Estados Partes adoptarán las me-
didas pertinentes para:

a) Alentar y promover la participación, en la mayor medida posible,
de las personas con discapacidad en las actividades deportivas ge-

nerales a todos los niveles;
b) Asegurar que las personas con discapacidad tengan la oportuni-

dad de organizar y desarrollar actividades deportivas y recrea-
tivas específicas para dichas personas y de participar en dichas 
actividades y, a ese fin, alentar a que se les ofrezca, en igualdad 
de condiciones con las demás, instrucción, formación y recursos 
adecuados;

c) Asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso a ins-
talaciones deportivas, recreativas y turísticas;

d) Asegurar que los niños y las niñas con discapacidad tengan igual 
acceso con los demás niños y niñas a la participación en activida-
des lúdicas, recreativas, de esparcimiento y deportivas, incluidas 
las que se realicen dentro del sistema escolar;

e) Asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso a los 
servicios de quienes participan en la organización de actividades 
recreativas, turísticas, de esparcimiento y deportivas.

Artículo 31
Recopilación de datos y estadísticas

1. Los Estados Partes recopilarán información adecuada, incluidos d 
tos estadísticos y de investigación, que les permita formular y apli-
car políticas, a fin de dar efecto a la presente Convención. En el pro-
ceso de recopilación y mantenimiento de esta información se deberá:

a) Respetar las garantías legales establecidas, incluida la legislación 
sobre protección de datos, a fin de asegurar la confidencialidad 
y el respeto de la privacidad de las personas con discapacidad;

b) Cumplir las normas aceptadas internacionalmente para proteger 
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los derechos humanos y las libertades fundamentales, así como 
los principios éticos en la recopilación y el uso de estadísticas.

2. La información recopilada de conformidad con el presente artículo 
se desglosará, en su caso, y se utilizará como ayuda para evaluar el 
cumplimiento por los Estados Partes de sus obligaciones conforme 
a la presente Convención, así como para identificar y eliminar las 
barreras con que se enfrentan las personas con discapacidad en el 
ejercicio de sus derechos.

3. Los Estados Partes asumirán la responsabilidad de difundir estas 
estadísticas y asegurar que sean accesibles para las personas con 
discapacidad y otras personas.

Artículo 32
Cooperación internacional

1. Los Estados Partes reconocen la importancia de la cooperación inter-
nacional y su promoción, en apoyo de los esfuerzos nacionales para 
hacer efectivos el propósito y los objetivos de la presente Conven-
ción, y tomarán las medidas pertinentes y efectivas a este respecto, 
entre los Estados y, cuando corresponda, en asociación con las or-
ganizaciones internacionales y regionales pertinentes y la sociedad 
civil, en particular organizaciones de personas con discapacidad. 
Entre esas medidas cabría incluir:

a) Velar por que la cooperación internacional, incluidos los progra-
mas de desarrollo internacionales, sea inclusiva y accesible para 
las personas con discapacidad;

b) Facilitar y apoyar el fomento de la capacidad, incluso mediante el 
intercambio y la distribución de información, experiencias, pro-
gramas de formación y prácticas recomendadas;

c) Facilitar la cooperación en la investigación y el acceso a conoci-
mientos científicos y técnicos;

d) Proporcionar, según corresponda, asistencia apropiada, técnica y 
económica, incluso facilitando el acceso a tecnologías accesibles 
y de asistencia y compartiendo esas tecnologías, y mediante su 
transferencia.
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2. Las disposiciones del presente artículo se aplicarán sin perjuicio de 
las obligaciones que incumban a cada Estado Parte en virtud de la 
presente Convención.

Artículo 33
Aplicación y seguimiento nacionales

1. Los Estados Partes, de conformidad con su sistema organizativo, 
designarán uno o más organismos gubernamentales encargados de 
las cuestiones relativas a la aplicación de la presente Convención y 
considerarán detenidamente la posibilidad de establecer o designar 
un mecanismo de coordinación para facilitar la adopción de medi-
das al respecto en diferentes sectores y a diferentes niveles.

2. Los Estados Partes, de conformidad con sus sistemas jurídicos y ad-
ministrativos, mantendrán, reforzarán, designarán o establecerán, a 
nivel nacional, un marco, que constará de uno o varios mecanismos 
independientes, para promover, proteger y supervisar la aplicación 
de la presente Convención. Cuando designen o establezcan esos me-
canismos, los Estados Partes tendrán en cuenta los principios relati-
vos a la condición jurídica y el funcionamiento de las instituciones 
nacionales de protección y promoción de los derechos humanos.

3. La sociedad civil, y en particular las personas con discapacidad y 
las organizaciones que las representan, estarán integradas y partici-
parán plenamente en todos los niveles del proceso de seguimiento.

Artículo 34
Comité sobre los derechos de las personas con discapacidad

1. Se creará un Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapa-
cidad (en adelante, “el Comité”) que desempeñará las funciones que 
se enuncian a continuación.

2. El Comité constará, en el momento en que entre en vigor la presente 
Convención, de 12 expertos. Cuando la Convención obtenga otras 
60 ratificaciones o adhesiones, la composición del Comité se incre-
mentará en seis miembros más, con lo que alcanzará un máximo de 
18 miembros.
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3. Los miembros del Comité desempeñarán sus funciones a título 
personal y serán personas de gran integridad moral y reconocida 
competencia y experiencia en los temas a que se refiere la presente 
Convención. Se invita a los Estados Partes a que, cuando designen a 
sus candidatos, tomen debidamente en consideración la disposición 
que se enuncia en el párrafo 3 del artículo 4 de la presente Conven-
ción.

4. Los miembros del Comité serán elegidos por los Estados Partes, que 
tomarán en consideración una distribución geográfica equitativa, la 
representación de las diferentes formas de civilización y los princi-
pales ordenamientos jurídicos, una representación de género equili-
brada y la participación de expertos con discapacidad.

5. Los miembros del Comité se elegirán mediante voto secreto de una 
lista de personas designadas por los Estados Partes de entre sus na-
cionales en reuniones de la Conferencia de los Estados Partes. En 
estas reuniones, en las que dos tercios de los Estados Partes consti-
tuirán quórum, las personas elegidas para el Comité serán las que 
obtengan el mayor número de votos y una mayoría absoluta de vo-
tos de los representantes de los Estados Partes presentes y votantes.

6. La elección inicial se celebrará antes de que transcurran seis meses 
a partir de la fecha de entrada en vigor de la presente Convención. 
Por lo menos cuatro meses antes de la fecha de cada elección, el 
Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los 
Estados Partes invitándolos a que presenten sus candidatos en un 
plazo de dos meses. El Secretario General preparará después una 
lista en la que figurarán, por orden alfabético, todas las personas 
así propuestas, con indicación de los Estados Partes que las hayan 
propuesto, y la comunicará a los Estados Partes en la presente Con-
vención.

7. Los miembros del Comité se elegirán por un período de cuatro años. 
Podrán ser reelegidos si se presenta de nuevo su candidatura. Sin 
embargo, el mandato de seis de los miembros elegidos en la primera 
elección expirará al cabo de dos años; inmediatamente después de la 
primera elección, los nombres de esos seis miembros serán sacados 
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a suerte por el presidente de la reunión a que se hace referencia en 
el párrafo 5 del presente artículo.

8. La elección de los otros seis miembros del Comité se hará con oca-
sión de las elecciones ordinarias, de conformidad con las disposicio-
nes pertinentes del presente artículo.

9. Si un miembro del Comité fallece, renuncia o declara que, por al-
guna otra causa, no puede seguir desempeñando sus funciones, el 
Estado Parte que lo propuso designará otro experto que posea las 
cualificaciones y reúna los requisitos previstos en las disposiciones 
pertinentes del presente artículo para ocupar el puesto durante el 
resto del mandato.

10. El Comité adoptará su propio reglamento.

11. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el per-
sonal y las instalaciones que sean necesarios para el efectivo desem-
peño de las funciones del Comité con arreglo a la presente Conven-
ción y convocará su reunión inicial.

12. Con la aprobación de la Asamblea General de las Naciones Uni-
das, los miembros del Comité establecido en virtud de la presente 
Convención percibirán emolumentos con cargo a los recursos de las 
Naciones Unidas en los términos y condiciones que la Asamblea Ge-
neral decida, tomando en consideración la importancia de las res-
ponsabilidades del Comité.

13. Los miembros del Comité tendrán derecho a las facilidades, prerro-
gativas e inmunidades que se conceden a los expertos que realizan 
misiones para las Naciones Unidas, con arreglo a lo dispuesto en las 
secciones pertinentes de la Convención sobre Prerrogativas e Inmu-
nidades de las Naciones Unidas.

Artículo 35
Informes presentados por los Estados Partes

1. Los Estados Partes presentarán al Comité, por conducto del Secret 
rio General de las Naciones Unidas, un informe exhaustivo sobre las 
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medidas que hayan adoptado para cumplir sus obligaciones con-
forme a la presente Convención y sobre los progresos realizados al 
respecto en el plazo de dos años contado a partir de la entrada en 
vigor de la presente Convención en el Estado Parte de que se trate.

2. Posteriormente, los Estados Partes presentarán informes ulteriores 
al menos cada cuatro años y en las demás ocasiones en que el Comi-
té se lo solicite.

3. El Comité decidirá las directrices aplicables al contenido de los in-
formes.

4. El Estado Parte que haya presentado un informe inicial exhaustivo 
al Comité no tendrá que repetir, en sus informes ulteriores, la in-
formación previamente facilitada. Se invita a los Estados Partes a 
que, cuando preparen informes para el Comité, lo hagan mediante 
un procedimiento abierto y transparente y tengan en cuenta debi-
damente lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo 4 de la presente 
Convención.

5. En los informes se podrán indicar factores y dificultades que afecten 
al grado de cumplimiento de las obligaciones contraídas en virtud 
de la presente Convención.

Artículo 36
Consideración de los informes

1. El Comité considerará todos los informes, hará las sugerencias y 
las recomendaciones que estime oportunas respecto a ellos y se las 
remitirá al Estado Parte de que se trate. Este podrá responder en-
viando al Comité cualquier información que desee. El Comité podrá 
solicitar a los Estados Partes más información con respecto a la apli-
cación de la presente Convención.

2. Cuando un Estado Parte se haya demorado considerablemente en 
la presentación de un informe, el Comité podrá notificarle la necesi-
dad de examinar la aplicación de la presente Convención en dicho 
Estado Parte, sobre la base de información fiable que se ponga a 
disposición del Comité, en caso de que el informe pertinente no se 
presente en un plazo de tres meses desde la notificación. El Comité 
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invitará al Estado Parte interesado a participar en dicho examen. Si 
el Estado Parte respondiera presentando el informe pertinente, se 
aplicará lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo.

3. El Secretario General de las Naciones Unidas pondrá los informes a 
disposición de todos los Estados Partes.

4. Los Estados Partes darán amplia difusión pública a sus informes en 
sus propios países y facilitarán el acceso a las sugerencias y reco-
mendaciones generales sobre esos informes.

5. El Comité transmitirá, según estime apropiado, a los organismos 
especializados, los fondos y los programas de las Naciones Unidas, 
así como a otros órganos competentes, los informes de los Estados 
Partes, a fin de atender una solicitud o una indicación de necesidad 
de asesoramiento técnico o asistencia que figure en ellos, junto con 
las observaciones y recomendaciones del Comité, si las hubiera, so-
bre esas solicitudes o indicaciones.

Artículo 37
Cooperación entre los Estados Partes y el Comité

1. Los Estados Partes cooperarán con el Comité y ayudarán a sus 
miembros a cumplir su mandato.

2. En su relación con los Estados Partes, el Comité tomará debidamente 
en consideración medios y arbitrios para mejorar la capacidad na-
cional de aplicación de la presente Convención, incluso mediante la 
cooperación internacional.

Artículo 38
Relación del Comité con otros órganos

A fin de fomentar la aplicación efectiva de la presente Convención y de
estimular la cooperación internacional en el ámbito que abarca:

a) Los organismos especializados y demás órganos de las Naciones 
Unidas tendrán derecho a estar representados en el examen de la 
aplicación de las disposiciones de la presente Convención que en-
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tren dentro de su mandato. El Comité podrá invitar también a los 
organismos especializados y a otros órganos competentes que con-
sidere apropiados a que proporcionen asesoramiento especializado 
sobre la aplicación de la Convención en los ámbitos que entren den-
tro de sus respectivos mandatos. El Comité podrá invitar a los orga-
nismos especializados y a otros órganos de las Naciones Unidas a 
que presenten informes sobre la aplicación de la Convención en las 
esferas que entren dentro de su ámbito de actividades;

b) Al ejercer su mandato, el Comité consultará, según proceda, con 
otros órganos pertinentes instituidos en virtud de tratados interna-
cionales de derechos humanos, con miras a garantizar la coherencia 
de sus respectivas directrices de presentación de informes, sugeren-
cias y recomendaciones generales y a evitar la duplicación y la su-
perposición de tareas en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 39
Informe del Comité

El Comité informará cada dos años a la Asamblea General y al Consejo 
Económico y Social sobre sus actividades y podrá hacer sugerencias y 
recomendaciones de carácter general basadas en el examen de los in-
formes y datos recibidos de los Estados Partes en la Convención. Esas 
sugerencias y recomendaciones de carácter general se incluirán en el 
informe del Comité, junto con los comentarios, si los hubiera, de los 
Estados Partes.

Artículo 40
Conferencia de los Estados Partes

1. Los Estados Partes se reunirán periódicamente en una Conferencia 
de los Estados Partes, a fin de considerar todo asunto relativo a la 
aplicación de la presente Convención.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la Conferen-
cia de los Estados Partes en un plazo que no superará los seis meses 
contados a partir de la entrada en vigor de la presente Convención. 
Las reuniones ulteriores, con periodicidad bienal o cuando lo decida 
la Conferencia de los Estados Partes, serán convocadas por el Secre-
tario General.
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Artículo 41
Depositario

El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario de la
presente Convención.

Artículo 42
Firma

La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados y 
las organizaciones regionales de integración en la Sede de las Naciones 
Unidas, en Nueva York, a partir del 30 de marzo de 2007.

Artículo 43
Consentimiento en obligarse

La presente Convención estará sujeta a la ratificación de los Estados 
signatarios y a la confirmación oficial de las organizaciones regiona-
les de integración signatarias. Estará abierta a la adhesión de cualquier 
Estado u organización regional de integración que no la haya firmado.

Artículo 44
Organizaciones regionales de integración

1. Por “organización regional de integración” se entenderá una orga-
nización constituida por Estados soberanos de una región determi-
nada a la que sus Estados miembros hayan transferido competencia 
respecto de las cuestiones regidas por la presente Convención. Esas 
organizaciones declararán, en sus instrumentos de confirmación 
oficial o adhesión, su grado de competencia con respecto a las cues-
tiones regidas por la presente Convención. Posteriormente, infor-
marán al depositario de toda modificación sustancial de su grado 
de competencia.

2. Las referencias a los “Estados Partes” con arreglo a la presente Con-
vención serán aplicables a esas organizaciones dentro de los límites 
de su competencia.

3. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 45 y en los 
párrafos 2 y 3 del artículo 47 de la presente Convención, no se ten-
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drá en cuenta ningún instrumento depositado por una organización 
regional de integración.

4. Las organizaciones regionales de integración, en asuntos de su com-
petencia, ejercerán su derecho de voto en la Conferencia de los Esta-
dos Partes, con un número de votos igual al número de sus Estados 
miembros que sean Partes en la presente Convención. Dichas orga-
nizaciones no ejercerán su derecho de voto si sus Estados miembros 
ejercen el suyo, y viceversa.

Artículo 45
Entrada en vigor

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de 
la fecha en que haya sido depositado el vigésimo instrumento de 
ratificación o adhesión.

2. Para cada Estado y organización regional de integración que ratifi-
que la Convención, se adhiera a ella o la confirme oficialmente una 
vez que haya sido depositado el vigésimo instrumento a sus efectos, 
la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha 
en que haya sido depositado su propio instrumento.

Artículo 46
Reservas

1. No se permitirán reservas incompatibles con el objeto y el propósito 
de la presente Convención.

2. Las reservas podrán ser retiradas en cualquier momento.

Artículo 47
Enmiendas

1. Los Estados Partes podrán proponer enmiendas a la presente Con-
vención y presentarlas al Secretario General de las Naciones Uni-
das. El Secretario General comunicará las enmiendas propuestas a 
los Estados Partes, pidiéndoles que le notifiquen si desean que se 
convoque una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar 
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la propuesta y someterla a votación. Si dentro de los cuatro meses 
siguientes a la fecha de esa notificación, al menos un tercio de los 
Estados Partes se declara a favor de tal convocatoria, el Secretario 
General convocará una conferencia bajo los auspicios de las Nacio-
nes Unidas. Toda enmienda adoptada por mayoría de dos tercios de 
los Estados Partes presentes y votantes en la conferencia será some-
tida por el Secretario General a la Asamblea General de las Naciones 
Unidas para su aprobación y posteriormente a los Estados Partes 
para su aceptación.

2. Toda enmienda adoptada y aprobada conforme a lo dispuesto en 
el párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor el trigésimo día a 
partir de la fecha en que el número de instrumentos de aceptación 
depositados alcance los dos tercios del número de Estados Partes 
que había en la fecha de adopción de la enmienda. Posteriormente, 
la enmienda entrará en vigor para todo Estado Parte el trigésimo día 
a partir de aquel en que hubiera depositado su propio instrumen-
to de aceptación. Las enmiendas serán vinculantes exclusivamente 
para los Estados Partes que las hayan aceptado.

3. En caso de que así lo decida la Conferencia de los Estados Partes por 
consenso, las enmiendas adoptadas y aprobadas de conformidad 
con lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo que guarden 
relación exclusivamente con los artículos 34, 38, 39 y 40 entrarán 
en vigor para todos los Estados Partes el trigésimo día a partir de 
aquel en que el número de instrumentos de aceptación depositados 
alcance los dos tercios del número de Estados Partes que hubiera en 
la fecha de adopción de la enmienda.

Artículo 48
Denuncia

Los Estados Partes podrán denunciar la presente Convención mediante
notificación escrita dirigida al Secretario General de las Naciones Uni-
das.
La denuncia tendrá efecto un año después de que el Secretario General 
haya recibido la notificación.
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Artículo 49
Formato accesible

El texto de la presente Convención se difundirá en formatos accesibles.

Artículo 50
Textos auténticos

Los textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso de la presente
Convención serán igualmente auténticos. En testimonio de lo cual, los 
plenipotenciarios abajo firmantes, debidamente autorizados por sus 
respectivos gobiernos, firman la presente Convención.





Anexo 2

Convención interamericana para la eliminación 
de todas las formas de discriminación contra 

las personas con discapacidad

Los Estados Parte en la Presente Convención,
Reafirmando que las personas con discapacidad tienen los mismos de-
rechos humanos y libertades fundamentales que otras personas; y que 
estos derechos, incluido el de no verse sometidos a discriminación fun-
damentada en la discapacidad, dimanan de la dignidad y la igualdad 
que son inherentes a todo ser humano;

Considerando que la Carta de la Organización de los Estados America-
nos, en su artículo 3, inciso j) establece como principio que “la justicia y 
la seguridad sociales son bases de una paz duradera”;

Preocupados por la discriminación de que son objeto las personas en ra-
zón de su discapacidad;

Teniendo presente el Convenio sobre la Readaptación Profesional y el 
Empleo de Personas Inválidas de la Organización Internacional del 
Trabajo (Convenio 159); la Declaración de los Derechos del Retrasado 
Mental (AG.26/2856, del 20 de diciembre de 1971); la Declaración de 
los Derechos de los Impedidos de las Naciones Unidas (Resolución Nº 
3447 del 9 de diciembre de 1975); el Programa de Acción Mundial para 
las Personas con Discapacidad, aprobado por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas (Resolución 37/52, del 3 de diciembre de 1982); el 
Protocolo Adicional de la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Pro-
tocolo de San Salvador” (1988); los Principios para la Protección de los 
Enfermos Mentales y para el Mejoramiento de la Atención de la Salud 
Mental (AG.46/119, del 17 de diciembre de 1991); la Declaración de Ca-
racas de la Organización Panamericana de la Salud; la Resolución sobre 
la Situación de las Personas con Discapacidad en el Continente Ameri-
cano (AG/RES. 1249 (XXIII-O/93)); las Normas Uniformes sobre Igual-
dad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad (AG.48/96, 
del 20 de diciembre de 1993); la Declaración de Managua, de diciembre 
de 1993; la Declaración de Viena y Programa de Acción aprobados por 
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la Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre Derechos Hu-
manos (157/93); la Resolución sobre la Situación de los Discapacitados 
en el Continente Americano (AG/RES. 1356 (XXV-O/95)); y el Compro-
miso de Panamá con las Personas con Discapacidad en el Continente 
Americano (resolución AG/RES. 1369 (XXVI-O/96); y

Comprometidos a eliminar la discriminación, en todas sus formas y ma-
nifestaciones, contra las personas con discapacidad, han convenido lo 
siguiente:

Artículo 1

Para los efectos de la presente Convención, se entiende por:

1. Discapacidad
El término “discapacidad” significa una deficiencia física, mental o 
sensorial, ya sea de naturaleza permanente o temporal, que limita la 
capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida dia-
ria, que puede ser causada o agravada por el entorno económico y 
social.

2. Discriminación contra las personas con discapacidad
a) El término “discriminación contra las personas con discapaci-

dad” significa toda distinción, exclusión o restricción basada en 
una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de 
discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presen-
te o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular 
el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con 
discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamen-
tales.

b) No constituye discriminación la distinción o preferencia adop-
tada por un Estado parte a fin de promover la integración so-
cial o el desarrollo personal de las personas con discapacidad, 
siempre que la distinción o preferencia no limite en sí misma el 
derecho a la igualdad de las personas con discapacidad y que 
los individuos con discapacidad no se vean obligados a aceptar 
tal distinción o preferencia. En los casos en que la legislación in-
terna prevea la figura de la declaratoria de interdicción, cuando 
sea necesaria y apropiada para su bienestar, ésta no constituirá 
discriminación.
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Artículo 2

Los objetivos de la presente Convención son la prevención y elimina-
ción de todas las formas de discriminación contra las personas con dis-
capacidad y propiciar su plena integración en la sociedad.

Artículo 3

Para lograr los objetivos de esta Convención, los Estados Parte se com-
prometen a:

1. Adoptar las medidas de carácter legislativo, social, educativo, labo-
ral o de cualquier otra índole, necesarias para eliminar la discrimi-
nación contra las personas con discapacidad y propiciar su plena 
integración en la sociedad, incluidas las que se enumeran a conti-
nuación, sin que la lista sea taxativa:

a) Medidas para eliminar progresivamente la discriminación y 
promover la integración por parte de las autoridades guberna-
mentales y/o entidades privadas en la prestación o suministro 
de bienes, servicios, instalaciones, programas y actividades, tales 
como el empleo, el transporte, las comunicaciones, la vivienda, 
la recreación, la educación, el deporte, el acceso a la justicia y los 
servicios policiales, y las actividades políticas y de administra-
ción;

b) Medidas para que los edificios, vehículos e instalaciones que se 
construyan o fabriquen en sus territorios respectivos faciliten el 
transporte, la comunicación y el acceso para las personas con dis-
capacidad;

c) Medidas para eliminar, en la medida de lo posible, los obstácu-
los arquitectónicos, de transporte y comunicaciones que existan, 
con la finalidad de facilitar el acceso y uso para las personas con 
discapacidad; y

d) Medidas para asegurar que las personas encargadas de aplicar la 
presente Convención y la legislación interna sobre esta materia, 
estén capacitados para hacerlo.

2. Trabajar prioritariamente en las siguientes áreas:
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a) La prevención de todas las formas de discapacidad prevenibles;
b) La detección temprana e intervención, tratamiento, rehabilita-

ción, educación, formación ocupacional y el suministro de servi-
cios globales para asegurar un nivel óptimo de independencia y 
de calidad de vida para las personas con discapacidad; y

c) La sensibilización de la población, a través de campañas de edu-
cación encaminadas a eliminar prejuicios, estereotipos y otras ac-
titudes que atentan contra el derecho de las personas a ser igua-
les, propiciando de esta forma el respeto y la convivencia con las 
personas con discapacidad.

Artículo 4

Para lograr los objetivos de esta Convención, los Estados Parte se com-
prometen a:

1. Cooperar entre sí para contribuir a prevenir y eliminar la discrimi-
nación contra las personas con discapacidad.

2. Colaborar de manera efectiva en:

a) la investigación científica y tecnológica relacionada con la pre-
vención de las discapacidades, el tratamiento, la rehabilitación 
e integración a la sociedad de las personas con discapacidad; y

b) el desarrollo de medios y recursos diseñados para facilitar o pro-
mover la vida independiente, autosuficiencia e integración total, 
en condiciones de igualdad, a la sociedad de las personas con 
discapacidad.

Artículo 5

1. Los Estados Parte promoverán, en la medida en que sea compatible 
con sus respectivas legislaciones nacionales, la participación de re-
presentantes de organizaciones de personas con discapacidad, or-
ganizaciones no gubernamentales que trabajan en este campo o, si 
no existieren dichas organizaciones, personas con discapacidad, en 
la elaboración, ejecución y evaluación de medidas y políticas para 
aplicar la presente Convención.

2. Los Estados Parte crearán canales de comunicación eficaces que 
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permitan difundir entre las organizaciones públicas y privadas que 
trabajan con las personas con discapacidad los avances normativos 
y jurídicos que se logren para la eliminación de la discriminación 
contra las personas con discapacidad.

Artículo 6

1. Para dar seguimiento a los compromisos adquiridos en la presente 
Convención se establecerá un Comité para la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, 
integrado por un representante designado por cada Estado Parte.

2. El Comité celebrará su primera reunión dentro de los 90 días siguien-
tes al depósito del décimo primer instrumento de ratificación. Esta 
reunión será convocada por la Secretaría General de la Organización 
de los Estados Americanos y la misma se celebrará en su sede, a me-
nos que un Estado Parte ofrezca la sede.

3. Los Estados Parte se comprometen en la primera reunión a presen-
tar un informe al Secretario General de la Organización para que lo 
transmita al Comité para ser analizado y estudiado. En lo sucesivo, 
los informes se presentarán cada cuatro años.

4. Los informes preparados en virtud del párrafo anterior deberán in-
cluir las medidas que los Estados miembros hayan adoptado en la 
aplicación de esta Convención y cualquier progreso que hayan rea-
lizado los Estados Parte en la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra las personas con discapacidad. Los informes 
también contendrán cualquier circunstancia o dificultad que afecte 
el grado de cumplimiento derivado de la presente Convención.

5. El Comité será el foro para examinar el progreso registrado en la apli-
cación de la Convención e intercambiar experiencias entre los Esta-
dos Parte. Los informes que elabore el Comité recogerán el debate e 
incluirán información sobre las medidas que los Estados Parte hayan 
adoptado en aplicación de esta Convención, los progresos que hayan 
realizado en la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra las personas con discapacidad, las circunstancias o dificulta-
des que hayan tenido con la implementación de la Convención, así 
como las conclusiones, observaciones y sugerencias generales del 
Comité para el cumplimiento progresivo de la misma.
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6. El Comité elaborará su reglamento interno y lo aprobará por mayoría 
absoluta.

7. El Secretario General brindará al Comité el apoyo que requiera para 
el cumplimiento de sus funciones.

Artículo 7

No se interpretará que disposición alguna de la presente Convención 
restrinja o permita que los Estados Parte limiten el disfrute de los de-
rechos de las personas con discapacidad reconocidos por el derecho 
internacional consuetudinario o los instrumentos internacionales por 
los cuales un Estado Parte está obligado.

Artículo 8

1. La presente Convención estará abierta a todos los Estados miembros 
para su firma, en la ciudad de Guatemala (Guatemala), el 8 de junio 
de 1999 y, a partir de esa fecha, permanecerá abierta a la firma de 
todos los Estados en la sede de la Organización de los Estados Ame-
ricanos hasta su entrada en vigor.

2. La presente Convención está sujeta a ratificación.

3. La presente Convención entrará en vigor para los Estados ratifican-
tes el trigésimo día a partir de la fecha en que se haya depositado el 
sexto instrumento de ratificación de un Estado miembro de la Orga-
nización de los Estados Americanos.

Artículo 9

Después de su entrada en vigor, la presente Convención estará abierta 
a la adhesión de todos los Estados que no la hayan firmado.

Artículo 10

1. Los instrumentos de ratificación y adhesión se depositarán en la Se-
cretaría General de la Organización de los Estados Americanos.

2. Para cada Estado que ratifique o adhiera a la Convención después 
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de que se haya depositado el sexto instrumento de ratificación, la 
Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en 
que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de 
adhesión.

Artículo 11

1. Cualquier Estado Parte podrá formular propuestas de enmienda a 
esta Convención. Dichas propuestas serán presentadas a la Secreta-
ría General de la OEA para su distribución a los Estados Parte.

2. Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las 
mismas en la fecha en que dos tercios de los Estados Parte hayan 
depositado el respectivo instrumento de ratificación. En cuanto al 
resto de los Estados Parte, entrarán en vigor en la fecha en que de-
positen sus respectivos instrumentos de ratificación.

Artículo 12

Los Estados podrán formular reservas a la presente Convención al mo-
mento de ratificarla o adherirse a ella, siempre que no sean incompa-
tibles con el objeto y propósito de la Convención y versen sobre una o 
más disposiciones específicas.

Artículo 13

La presente Convención permanecerá en vigor indefinidamente, pero 
cualquiera de los Estados Parte podrá denunciarla. El instrumento de 
denuncia será depositado en la Secretaría General de la Organización 
de los Estados Americanos. Transcurrido un año, contado a partir de la 
fecha de depósito del instrumento de denuncia, la Convención cesará 
en sus efectos para el Estado denunciante, y permanecerá en vigor para 
los demás Estados Parte. Dicha denuncia no eximirá al Estado Parte de 
las obligaciones que le impone la presente Convención con respecto a 
toda acción u omisión ocurrida antes de la fecha en que haya surtido 
efecto la denuncia.

Artículo 14

1. El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en 



94  
Los derechos de las personas 
con síndrome de Down

español, francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será 
depositado en la Secretaría General de la Organización de los Es-
tados Americanos, la que enviará copia auténtica de su texto, para 
su registro y publicación, a la Secretaría de las Naciones Unidas, de 
conformidad con el Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas.

2. La Secretaría General de la Organización de los Estados America-
nos notificará a los Estados miembros de dicha Organización y a 
los Estados que se hayan adherido a la Convención, las firmas, los 
depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, así 
como las reservas que hubiesen.
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